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 INTRODUCCION 
 
El presente trabajo tiene el propósito de aportar a la construcción de líneas de 
precedentes claras para los defensores de derechos humanos en el marco del 
sistema interamericano; es de anotar que la contribución que se presentará en la 
parte final de la tesis, se circunscribe a la defensa de los derechos humanos, pero 
desde la perspectiva procedimental y no sustancial. Lo anterior debido que el 
sistema regional de protección de derechos humanos para muchos ha sido 
coherente desde sus primeras sentencias contra Honduras, pero el mismo, ha 
evolucionado tanto en temas de forma como de fondo. 
 
Para presentar el aporte a los litigantes en el sistema interamericano (tanto 
representantes de las víctimas como representantes estatales) se quiere analizar 
una de las excepciones preliminares que pueden proponer los Estados ante la 
Comisión  y Corte Interamericana de Derechos Humanos “falta de agotamiento de 
recursos internos”.  
 
La importancia de la presente excepción se circunscribe al carácter 
complementario que posee cualquier corte internacional con relación a las cortes 
nacionales, en otros términos, para que una víctima pueda acudir al sistema 
interamericano debe primero permitir a los agentes estatales del Estado Parte 
conocer los hechos, es decir, agotar los recursos de jurisdicción interna de forma 
idónea para poder presentar peticiones ante la Comisión y posteriormente su 
escrito de solicitudes, argumentos y pruebas ante la Corte.  
 
En el sistema interamericano los Estados en los diferentes procesos, desde el 
primero Velásquez Rodríguez contra Honduras  hasta el último Manuel Cepeda 
Vargas contra Colombia, han propuesto ante la Corte Interamericana la excepción 
“falta de agotamiento de recursos internos”, pero la misma ha sido desestimada en 
todos los casos, pero, ha sido el máximo tribunal interamericano que en diversos 
pronunciamientos ha manifestado que la excepción “falta de agotamiento de 
recursos internos” es un mecanismo de defensa estatal.  
 
Por lo anterior, he planteado la pregunta problema ¿la excepción falta de 
agotamiento de recursos internos es un mecanismo de defensa estatal efectivo?. 
Aclarando que la efectividad en el presente trabajo será abordada desde la 
perspectiva de ser estimada la excepción acorde a los criterios establecidos por la 
Corte Interamericana.  
 
Teniendo en cuenta lo precedente se analizan las sentencias  de excepciones 
preliminares1 del máximo tribunal interamericano desde 2005 a 2009, las cuales 
comprenden un número no mayor de 23 casos de los diferentes Estados Parte de 
la Convención.       
 
Este análisis tiene como objetivo general identificar los requisitos de efectividad de 
la excepción “falta de agotamiento de recursos internos” con el fin de poder 
resolver el problema planteado, debido que la Corte Interamericana tanto en su 
competencia contenciosa como consultiva ha establecido los requisitos de 
efectividad de la misma, pero ha sido constante y variable al momento de 
manifestarlos en su precedente.   
 
Sistema de precedente utilizado por el máximo Tribunal, para sustentar sus 
razones de decisión tanto en sentencias de forma (cumplimiento de aspectos 
procesales) como de fondo (violación de los derechos de la Convención).La 
metodología aplicada a la presente tesis se ciñe al análisis jurisprudencial con el 
fin de crear una línea jurisprudencial que permita evidenciar cuál ha sido la 
                                                 
1La Corte Interamericana al momento de hacer uso de su competencia contenciosa puede emitir tres tipos de 
sentencias (1) excepciones preliminares, (2) fondo y (3) reparaciones y costas.   
tradición argumentativa de la Corte al momento de estimar o desestimar la 
excepción preliminar objeto de análisis en el presente trabajo.  
 
El escoger una investigación eminentemente jurídica y ajustada a la creación de 
líneas, tiene justificación en la medida que son los jueces de la Corte 
Interamericana quienes crean el precedente y han fijado los criterios de efectividad 
al momento de incoar las excepciones. En otros términos, la Convención 
Americana impone a las víctimas la carga procesal de agotar los recursos 
internos, a la vez los libera de la misma, sin embargo, no indica y tampoco explica 
los criterios o requisitos para que los jueces de la Corte  estimen la excepción 
objeto de análisis.  
 
Para responder la pregunta problema y lograr conseguir el objetivo general, 
evidencia la construcción de una línea jurisprudencial, bajo la metodología 
aplicada por el profesor Diego López Medina2, es decir, se han clasificado las 
sentencias en fundadora de línea, confirmadora de principio, hito y modificadora 
de línea.    
 
     
El trabajo se desarrolla en tres partes, la primera, trata de explicar el deber 
convencional que tienen las víctimas de agotar los recursos de la jurisdicción 
interna, cuando no lo tienen y de la misma forma el deber que poseen los Estados 
de proporcionar a sus habitantes de recursos adecuados y efectivos. En la 
segunda, se construye la línea jurisprudencial  y se logra evidenciar cuales son los 
criterios constantes de la Corte tanto para desestimar la excepción y seguir 
argumentando que la misma es un mecanismo de defensa estatal. Por último se 
                                                 
2Ver: LOPEZ MEDIDA, Diego Eduardo. El derecho de los jueces, Obligatoriedad del precedente 
constitucional análisis de sentencias y líneas jurisprudenciales. Segunda edición. Bogotá D.C: 
LEGIS, 2008, p 139 a 192.  
presentan las conclusiones, que se ciñen al aporte para los defensores de los 
derechos humanos al momento de defender la admisibilidad o inadmisibilidad de 
la demanda.      
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
       
 1. OBLIGACIÓN DE AGOTAR LOS RECURSOS DE JURISDICCIÓN INTERNA 
 
Al momento que un Estado Miembro de la OEA decide ser Parte de la Convención 
Americana de Derechos Humanos3 (en adelante Convención), de forma implícita 
se obliga con las personas habitantes de su territorio a proporcionar recursos 
internos que le permitan proteger sus derechos humanos4.  
  
El deber del Estado, sea este de garantizar que los recursos sean adecuados y 
efectivos o de adecuar su legislación a estándares internacionales, de manera 
concreta a estándares regionales, trae consigo la posibilidad que un órgano 
internacional lo condene por no cumplir con sus obligaciones5, en el presente 
evento será la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante Corte). 
 
Sin embargo, un Estado Parte podría ser condenado por no cumplir sus 
obligaciones lo que llevaría al Estado a violar de forma autónoma un derecho 
humano, pero sólo en el evento que no proporcione recursos adecuados y 
efectivos para sus habitantes. 
 
 
 
                                                 
3Convención Americana sobre de Derechos Humanos. Suscrita en San José de Costa Rica el 22 
de noviembre de 1969, en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos. 
Artículo 25: 1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso 
efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 
derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun 
cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 
2. Los Estados partes se comprometen: a. a garantizar que la autoridad competente prevista por el 
sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso; b. 
a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y c. a garantizar el cumplimiento, por las 
autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.  
4BARBOSA DELGADO, Francisco. Litigio Interamericano. Primera edición. Bogotá D.C: 
Universidad Jorge Tadeo Lozano, 2002, p, 55.  
5NIKKEN, Pedro. La garantía internacional de los derechos humanos. Primera edición. Caracas: 
Jurídica Venezolana, 2006, p 29 a 57. 
En consonancia, la Convención consagró la protección internacional de forma 
coadyuvante o convencional de un ser humano a la protección que ofrece el 
derecho interno de su Estado6; competencia subsidiaria que puede hacerla valer 
cualquier persona, un grupo de personas o una ONG reconocida en uno o más 
Estados miembros7, cuando el derecho interno de un Estado no respete y/o 
garantice los derechos de sus habitantes8. 
 
De allí, que la protección internacional nazca cuando un Estado Parte de la 
Convención en su derecho interno no logre respetar ni garantizar los derechos de 
sus habitantes, es decir, que la cláusula consagrada en el preámbulo de la 
Convención Americana en consonancia con los artículos 46 y 47 de la misma, 
permite inferir que el tribunal nacional o interno tiene el derecho y el deber de 
hacer cumplir las obligaciones estatales convencionales y hacer valer los derechos 
humanos de la persona (sea o no nacional del Estado) reclamante9. 
  
De la forma antes enunciada, claro está, cuando el Estado proporcione recursos 
adecuados y efectivos, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en 
adelante Comisión) podrá declarar admisible una petición y registrarla como 
caso.10 De ahí que el profesor Faúndez Ledesma expresa:  
                                                 
6Convención Americana sobre de Derechos Humanos. Preámbulo (…) Reconociendo que los 
derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino 
que tienen como fundamento los atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una 
protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que 
ofrece el derecho interno de los Estados americanos.  
7Convención Americana sobre de Derechos Humanos. Suscrita en San José de Costa Rica el 22 
de noviembre de 1969, en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos. 
Artículo 44.  
8NIKKEN. Op. Cit., 29 a 57.   
9Convención Americana sobre de Derechos Humanos. Suscrita en San José de Costa Rica el 22 
de noviembre de 1969, en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos 
Artículo 46. Para que una petición o comunicación presentada conforme a los artículos 44 ó 45 sea 
admitida por la Comisión, se requerirá: a. que se hayan interpuesto y agotado los recursos de 
jurisdicción interna, conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos 
[…]. 
10Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Aprobado por la Comisión en 
su 137° período ordinario de sesiones, celebrado del 28 de octubre al 13 de noviembre de 2009. 
Artículo 36-2.    
 
“que la exigencia del agotamiento previo de los recursos internos, busca preservar 
la soberanía del Estado presuntamente responsable de una violación de derechos 
humanos, permitiéndole demostrar que sus tribunales son capaces de hacer 
justicia; en caso contrario puede asumirse que es un acto deliberado del Estado, 
que compromete su responsabilidad internacional”11.  
 
De lo contrario, es deber de la Comisión por seguridad jurídica del Sistema 
Interamericano declarar inadmisible la petición, como ya lo ha hecho. De forma 
reiterada ha dicho que las víctimas deben agotar los recursos internos de forma 
adecuada y conforme a los requisitos establecidos en la jurisdicción interna. Los 
peticionarios no sólo deben interponer los recursos, sino deben sustanciarlos ante 
su jurisdicción y actuar diligentemente para obtener la efectividad del mismo12.   
 
La Corte en diferentes pronunciamientos ha expresado que la exigencia del previo 
agotamiento de recursos internos está concebida en interés del Estado, pues 
busca eximirlo de responder ante un órgano internacional por actos que se le 
imputen, antes de haber tenido la ocasión de remediarlos con sus propios medios. 
     
De la misma forma el profesor Faúndez expone que el principal objetivo es ofrecer 
a los Estados la posibilidad de enmendar la conducta de sus agentes o de sus 
órganos y hacer justicia al reclamante13. 
 
A manera de colofón, la Convención Americana permite a los tribunales 
nacionales del Estado Parte, la prioridad para que conozcan de las presuntas 
violaciones sobre derechos humanos y sean los mismos quienes oportunamente 
corrijan y rectifiquen los errores cometidos por los agentes estatales para respetar 
y garantizar los derechos humanos de sus habitantes y no verse inmerso en un 
                                                 
11FAUNDEZ LEDESMA, Héctor. El agotamiento de recursos internos en el sistema interamericano 
de protección de derechos humanos. Primera edición. Caracas: Ex Libris, 2007, p, 27.  
12Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Petición 12210, Felix Román Esparragoza 
González y Neiro Molina Peñaloza. Informe inadmisibilidad Nº 48/04. Párrafo 56.  
13FAUNDEZ. Op. Cit., Página 27. 
proceso de contienda regional, sea ante la Comisión o ante la Corte. En otras 
palabras es la facultad que poseen los Estados Partes por intermedio de sus 
tribunales nacionales de demostrar a nivel regional que su jurisdicción si ofrece 
justicia y protección a las presuntas vulneraciones de derechos humanos que se 
puedan presentar en su territorio. 
 
Pese a todo, la obligación de agotar los recursos internos por parte de las 
presuntas víctimas y/o del peticionario (cuando no son el mismo sujeto procesal) 
se presenta cuando el Estado Parte proporcione recursos que ha definido la Corte 
como adecuados y efectivos14.  
 
La Corte ha entendido como recurso adecuado aquel que posee dentro del 
sistema de derecho interno la función de proteger la situación jurídica infringida. 
En otros términos, hace relación a que el recurso sea idóneo para proteger el 
derecho humano presuntamente violado15.  
 
Con base en lo anterior, la Corte expresó que el recurso adecuado para proteger 
el derecho a la libertad personal sería el habeas corpus16. En el mismo sentido, en  
el Caso Caballero Delgado y Santana, manifestó que cuando se presente un caso 
de desaparición forzada el recurso adecuado que deben agotar las víctimas es el 
habeas corpus17. Entre tanto si la vulneración se presenta con relación a los 
derechos “libertad de expresión”, “garantías judiciales”,  “protección a la familia” y 
                                                 
14Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Velásquez Rodríguez Contra. Honduras. 
Sentencia Fondo. Serie C No. 4 de julio de 1988. Párrafo 63.  
15Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Godínez Cruz Contra Honduras. Sentencia 
Fondo. Serie C No 5 de enero de 1989. Párrafo 67. Ver: FAUNDEZ LEDESMA, Héctor. El sistema 
interamericano de protección de los derechos humanos: aspectos institucionales y procesales. 
Tercera edición, San José de Costa Rica: Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 2004).   
16Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Durand y Ugarte Vs Perú. Sentencia 
Excepciones Preliminares. Serie C No 50 de mayo de 1999. Párrafo 31 a 35.   
17Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Caballero Delgado y Santana Vs Colombia. 
Sentencia de Excepciones Preliminares. Serie C No 17 de enero de 1994. Párrafo 56.  
“buen nombre”, el recurso adecuado que deberán agotar los peticionarios, será la 
acción de amparo18. 
 
Ha dicho el profesor Faúndez,  
“si lo que se alega es la detención arbitraria de una persona, el recurso a agotar 
será el recurso del habeas corpus; pero si lo que se reclama es que esa persona, 
después de su detención fue ejecutada sumariamente, el recurso a agotar será la 
investigación y el procedimiento penal. Si un funcionario público alega que ha sido 
arbitrariamente destituido de su cargo, el recurso apropiado será la vía contenciosa 
administrativa”19.  
 
 
También la Corte ha manifestado la segunda característica que deben poseer los 
recursos internos, efectivo20, entendiéndolo como aquel recurso capaz de producir 
el resultado para el cual han sido concebido.  
 
Ha dicho la Corte que la responsabilidad del Estado Parte no termina con la 
consagración normativa de los recursos, ni mucho menos con la emisión de una 
decisión por medio de una sentencia o providencia de similares características, 
además el Estado debe garantizar los medios para ejecutar las decisiones 
proferidas21, es decir, la efectividad de un recurso se encuentra en la ejecución y 
buen término de la decisión del mismo.  
 
Así mismo, la Corte y la Comisión han considerado que la efectividad o 
inefectividad de un recurso no se mide por el simple hecho que la decisión del 
                                                 
18BREWER CARIAS, Allan. Mecanismos nacionales de protección de los derechos humanos: 
garantías constitucionales de los derechos humanos en el derecho constitucional comparado 
latinoamericano. Primera edición. San José de Costa Rica.  Instituto Interamericano de Derechos 
Humanos, p, 143 a 162.   
19FAUNDEZ. Op. Cit., Página 78.  
20Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Fairén Garbi y Solís Correales Vs Honduras. 
Sentencia Fondo. Serie C No 6 de marzo 1989. Párrafo 91.   
21Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Baena Ricardo y otros Vs Panamá. Sentencia 
Fondo. Serie C No 104 de noviembre de 2003. Párrafo 79. Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. Caso Tribunal Constitucional Vs Perú. Sentencia Fondo, Reparaciones y Costas. Serie 
C No 71 de enero de 2001. Párrafo 93.    
tribunal interno del Estado parte sea contraria a las pretensiones de las víctimas y 
no produzca el resultado que ellos esperaban22, pero, si han dejado en claro que 
podrá medirse la efectividad o inefectividad de un recurso cuando no exista 
decisión por parte de los tribunales internos, es decir, para que un recurso sea 
efectivo, él mismo debe dar respuesta a las violaciones de los derechos humanos 
contemplados en la Convención, así dicha decisión sea contraria a las 
pretensiones de las víctimas, siempre y cuando hayan sido rechazadas con 
fundamentos legales y no arbitrarios23. 
  
Estas dos características (adecuados y efectivos) se deben cumplir en los 
recursos internos de cualquier Estado Parte, tanto para proteger los derechos 
humanos de las personas habitantes en su territorio, como para cumplir sus 
compromisos convencionales y no verse avocado de forma constante a litigios 
internacionales, donde se evidencie un no compromiso regional. De la misma 
forma al momento de adecuar su legislación interna y poder cumplir con las 
obligaciones convencionales, le impone el deber a los peticionarios de agotar los 
recursos en el sistema interno. 
 
No obstante, los peticionarios no siempre deben agotar los recursos internos, 
debido que la Convención Americana en su artículo 46-2 establece cuatro eventos 
en los cuales los eximen de la carga procesal. Primero, cuando no exista un 
debido proceso para tramitar los recursos; segundo, se presente falta de acceso a 
los recursos; tercero, se presente imposibilidad de agotar los recursos; cuarto,   
exista un retardo injustificado en la decisión del recurso. Eventos en los cuales los 
peticionarios pueden presentar su petición ante la Comisión Interamericana, sin 
agotar los recursos de la jurisdicción interna. 
                                                 
22FAUNDEZ. Op. Cit., Página 78.   
23Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Petición 0581, Gustavo Trujillo González. 
Informe de inadmisibilidad No 90/2003. Párrafo 32. Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Caso Comunidad Mayagna Awas Tingni Vs Nicaragua. Sentencia Fondo, Reparaciones y Costas. 
Serie C No 79 de agosto de 2001. Párrafo 114.  
 En cuanto a la inexistencia de un debido proceso legal, la Corte ha dicho que los 
procesos deben ser tramitados por un juez natural, imparcial e independiente. Que 
las víctimas no se les viole el derecho de ser oídas, se les respete su presunción 
de inocencia y que el proceso sea público. Siendo estas, las garantías mínimas a 
tener en cuenta para tramitar un recurso o acción. Dichas garantías fueron 
violadas en el caso Castillo Petruzzi que permitieron el acceso directo de las 
víctimas al Sistema Interamericano: 
 
“La Corte considera que el Código de Justicia Militar del Perú limitaba el 
juzgamiento militar de civiles por los delitos de traición a la patria a 
situaciones de guerra externa.  Esta norma fue modificada en 1992, a través 
de un decreto-ley, al extender la posibilidad de juzgamiento de civiles por 
tribunales militares, en todo tiempo, en los casos de traición a la patria.  
 
En efecto, la jurisdicción militar no es la naturalmente aplicable a civiles que 
carecen de funciones militares y que por ello no pueden incurrir en 
conductas contrarias a deberes funcionales de este carácter.  Cuando la 
justicia militar asume competencia sobre un asunto que debe conocer la 
justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, el 
debido proceso, el cual, a su vez, encuéntrase íntimamente ligado al propio 
derecho de acceso a la justicia. 
 
 El juez encargado del conocimiento de una causa debe ser competente, 
independiente e imparcial de acuerdo con el artículo 8.1 de la Convención 
Americana. En el caso en estudio, las propias fuerzas armadas inmersas en 
el combate contra los grupos insurgentes, son las encargadas del 
juzgamiento de las personas vinculadas a dichos grupos.  Este extremo 
mina considerablemente la imparcialidad que debe tener el juzgador.  Por 
otra parte, de conformidad con la Ley Orgánica de la Justicia Militar, el 
nombramiento de los miembros del Consejo Supremo de Justicia Militar, 
máximo órgano dentro de la justicia castrense, es realizado por el Ministro 
del sector pertinente.  Los miembros del Consejo Supremo Militar son 
quienes, a su vez, determinan los futuros ascensos, incentivos profesionales 
y asignación de funciones de sus inferiores.  Esta constatación pone en 
duda la independencia de los jueces militares. 
 
Además, la circunstancia de que los jueces intervinientes en procesos por 
delitos de  traición a la patria sean “sin rostro”, determina la imposibilidad 
para el procesado de conocer la identidad del juzgador y, por ende, valorar 
su competencia.  Esta situación se agrava por el hecho de que la ley prohíbe 
la recusación de dichos jueces” 24. 
     
En conclusión, cuando se alegue por parte de las víctimas su excepción al deber 
de agotar recursos internos por la inexistencia de un debido proceso legal (no 
existencia de las garantías mínimas) para tramitar una acción interna o recurso, la 
materia de forma se debe ligar al fondo o por lo menos diferirla, para cuando la 
Corte se pronuncie sobre la vulneración de los derechos a las garantías judiciales 
y protección judicial.  
 
Con relación a la segunda y tercera excepción, falta de acceso a los recursos e 
imposibilidad de agotar los recursos, el máximo tribunal interamericano ha 
establecido en su precedente que para su configuración es necesario un acto por 
parte de cualquier agente estatal que impida a las víctimas el acceso al recurso o 
la existencia de circunstancias generalizadas que imposibiliten a las víctimas el 
agotamiento de los recursos, respectivamente.    
 
Lo anterior se presentó en el caso Alan García contra Perú y la Comisión 
Interamericana manifestó: 
 
“El 5 de abril de ese año tropas del Ejército, por orden del General Nicolás 
de Bari Hermoza Ríos, habían ingresado violentamente a la casa del ex-
Presidente Alan García Pérez con la "orden superior de detenerlo". 
Asimismo, además de atentarse contra la vida y seguridad personal del Dr. 
Alan García Pérez, sus hijos menores de edad y su esposa habían sido 
incomunicados y mantenidos bajo arresto domiciliario y habían sido 
sustraídos un importante número de documentos privados de la familia.  
  
Mediante nota del 18 de abril de 1992, los peticionarios presentaron 
información adicional ampliatoria de los hechos originalmente denunciados. 
En tal sentido, expresaron que la esposa del Dr. García Pérez había 
                                                 
24Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Sentencia 
Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No 52 de mayo de 1999. Párrafos 127 a 133.  
intentado en varias oportunidades presentar una acción de habeas corpus 
en favor del ex-mandatario pero que las tropas del Ejército que rodeaban el 
Palacio de Justicia habían impedido su entrada.  
 
Los argumentos hasta aquí expuestos llevan a la Comisión a considerar que 
al impedir al Dr. García Pérez el acceso a un recurso sencillo y rápido a los 
efectos de evitar la vulneración de sus derechos, el Gobierno de Perú ha 
omitido cumplir con las obligaciones impuestas por la Convención.  Esto es 
así pues ni siquiera en caso que el Gobierno hubiera alegado que se 
encontraba en un estado de excepción, bajo los términos de la Convención y 
la interpretación que de ellos ha hecho la Corte Interamericana, se hubiera 
justificado la suspensión de garantías indispensables como el habeas 
corpus” 25.    
   
También ha manifestado la Corte que, con el decreto y aplicación de leyes de 
amnistía, se le impide e imposibilita a las víctimas el acceder a los tribunales 
nacionales que permitan el conocimiento de la verdad, justicia y reparación; 
ordenando a los Estados Parte cumplir con la obligación del artículo 2 de la 
Convención, que se circunscribe al deber de adopción de disposiciones internas 
para adecuar el ordenamiento jurídico interno a criterios del sistema regional de 
forma específica a la Convención Americana de Derechos Humanos.        
 
Lo anterior lo manifestó la Corte en el caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros 
vs. Trinidad y Tobago:  
 
“Con base en la disposición transcrita, esta Corte ha sostenido 
reiteradamente que la Convención Americana impone a los Estados partes 
la obligación general de adecuar su derecho interno a las normas de la 
propia Convención, para garantizar así los derechos consagrados en ésta.  
Las disposiciones de derecho interno que se adopten para tales fines han de 
ser efectivas (principio del effet utile).  Lo que significa que el Estado tiene la 
obligación de consagrar y adoptar en su ordenamiento jurídico interno todas 
                                                 
25Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Informe No 1/95. Caso 11.006. Perú. Adoptado 
el 7 de febrero de 1995. Informe anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 1994.      
las medidas necesarias para que lo establecido en la Convención sea 
realmente cumplido y puesto en práctica”26.   
 
“Si los Estados tienen, de acuerdo con el artículo 2 de la Convención 
Americana, la obligación positiva de adoptar las medidas legislativas que 
fueren necesarias para garantizar el ejercicio de los derechos reconocidos 
por la Convención, con mayor razón están en la obligación de no expedir 
leyes que desconozcan esos derechos u obstaculicen su ejercicio, y la de 
suprimir o modificar las que tengan estos últimos alcances.  De lo contrario, 
incurren en violación del artículo 2 de la Convención”27. 
 
Por último, las víctimas no tienen el deber de agotar los recursos de jurisdicción 
interna, cuando los mismos sean tramitados con retardo injustificado. Según la 
Corte, si el proceso se ha tramitado con retardo o sin retardo y el mismo es 
justificado o no, se debe acudir al criterio del plazo razonable; criterio de 
razonabilidad que la Corte esgrimió en el caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua, 
donde determinó que se debe evidenciar tres elementos, a) la complejidad del 
asunto; b) la actividad procesal del interesado; y c) la conducta de las autoridades 
judiciales, para poder establecer si la justificación por parte del Estado es 
conducente o no28.  
  
Lo ya expuesto se puede evidenciar en el caso Las Palmeras donde la Corte 
indicó:  
 
“En el presente caso, las partes coinciden en que los hechos que originaron 
esta causa tuvieron lugar en enero de 1991.  El Estado no ha dado ninguna 
explicación satisfactoria acerca del trámite procesal desarrollado entre esa 
fecha y el inicio de 1998.  El silencio del Estado debe ser apreciado tomando 
en cuenta que durante los siete primeros años el trámite procesal no pasó 
de la etapa indagatoria.  Colombia ha mencionado los avances que 
ocurrieron desde que la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía 
                                                 
26Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. 
Trinidad y Tobago. Sentencia Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No 94 de junio de 2002. 
Párrafo 113.  
27Ibid, párrafo 113.    
28Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Sentencia 
Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No 30 de enero de 1997. Párrafo 77.  
General de la Nación tomó a su cargo esta causa.  Pero el tema en cuestión 
no es lo que sucedió en 1998, sino en los primeros siete años a partir de los 
hechos.  Este tiempo es más que suficiente para que un tribunal dicte 
sentencia.  Al considerarlo así, la Corte no se aparta de su jurisprudencia 
anterior.  En el caso Genie Lacayo, el Tribunal estimó que un período de 
cinco años transcurrido desde el momento del auto de apertura del proceso 
rebasaba los límites de la razonabilidad .  Este criterio ha sido reiterado por 
la Corte en otras ocasiones . El Estado no ha proporcionado ninguna 
explicación convincente para justificar la demora en el presente caso”29. 
 
El anterior criterio fue ampliado por la Corte en el Caso Valle Jaramillo, 
aumentando un criterio “la afectación generada por la duración del procedimiento 
en la situación jurídica de la persona involucrada en el mismo” 30 , es decir, el 
Estado Parte que es demandado debe demostrar cuatro y no tres elementos para 
justificar el retardo del proceso y su decisión.  
 
Teniendo claro cuándo los peticionarios tienen la obligación de agotar los recursos 
internos para poder acceder al Sistema Interamericano, es decir, cuándo el Estado 
Parte le proporcione recursos adecuados y efectivos, se tramiten con un debido 
proceso, se permita el acceso, no exista imposibilidad de agotarlos  y no exista un 
retardo injustificado en su trámite y decisión,  se entrará a analizar si la excepción 
“falta de agotamiento de recursos internos como estrategia de defensa estatal ha 
sido efectiva” en el marco del litigio ante la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos.  
 
 
 
 
 
                                                 
29Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Las Palmeras Vs. Colombia. Sentencia 
Excepciones Preliminares. Serie C No 67 de febrero de 2000. Párrafo 38.   
30Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. 
Sentencia  Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No 192 de noviembre de 2008. Párrafo 155.  
 2. CONSTRUCCIÓN DE LA LÍNEA JURISPRUDENCIAL31 
 
Los casos que serán sujetos de análisis de acuerdo a la pregunta problema ¿La 
excepción preliminar falta de agotamiento de recursos internos, ha sido un 
mecanismo de defensa estatal efectivo al incoarla ante instancias de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos? son: Masacre de Mapiripán Vs. Colombia; 
Comunidad Moiwana Vs. Surinam; Niñas Yean y Bosico Vs. República 
Dominicana; García Asto y Ramírez Rojas Vs. Perú; Ximenes López Vs. República 
Federativa del Brasil; Acevedo Jaramillo Vs. Perú; Masacre de Ituango Vs. 
Colombia; Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela; Nogueira 
de Carvalho Vs. Brasil; García Prieto Vs. Salvador; Pueblo Saramaka Vs. Surinam; 
Chaparro Álvarez y Lapo Iñiguez Vs Ecuador; Boyce y otros Vs. Barbados; Apitz 
Barbera y otros Vs. Venezuela; Castañeda Gutman Vs. Estados Unidos 
Mexicanos; Caso Bayarri Vs. Argentina; Caso Ríos y otros Vs. Venezuela; Perozo 
y otros Vs. Venezuela; Reverón Trujillo Vs. Venezuela; Escher y otros Vs. Brasil; 
Anzualdo Castro Vs. Perú; Garibaldi Vs. Brasil y Dacosta Cadogan Vs. Barbados.  
 
2.1 CASO DE LA MASACRE DE MAPIRIPÁN VS. COLOMBIA32 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
Si 
                                                 
31Se aclara que los hechos relevantes para la investigación son los relacionados con los aspectos 
procesales o de forma y no con los aspectos de fondo. Sin embargo, la persona que se encuentre 
interesada para conocer los hechos de fondo los podrán ver a pie de página con su 
correspondiente cita.   
32Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso de la Masacre de Mapiripán Vs Colombia. 
Sentencia Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No 134 de septiembre de 2005. Párrafo 2. La 
Comisión al momento de presentar la demanda señaló que entre el 15 y 20 de julio de 1997 
aproximadamente un centenar de miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia con la 
colaboración y aquiescencia de agentes del Estado, privaron de la libertad, torturaron y asesinaron 
a por lo menos 49 civiles, tras lo cual destruyeron sus cuerpos y arrojaron los restos al río 
Guaviare, en el Municipio de Mapiripán, Departamento del Meta”.  
de Derechos Humanos? 
 *  
 
El presente caso es ubicado en la parte centro izquierda de la construcción de la 
línea jurisprudencial por ser una sentencia fundadora de línea, debido que la 
decisión de la Corte responde la pregunta problema planteada, pero no de forma 
concreta. 
  
La decisión de la Corte no se circunscribe a los requisitos que de forma reiterada 
se han establecido en el Sistema Interamericano para que proceda o no la 
excepción de falta de agotamiento de recursos internos, pero sí desestimó la 
excepción con el argumento que un Estado al momento de realizar  
reconocimiento de responsabilidad33, acepta la plena competencia de la Corte 
para conocer y decidir sobre el fondo del caso y no se detiene en las excepciones 
preliminares.  
 
2.2   CASO DE LA COMUNIDAD MOIWANA VS. SURINAM34 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
*   
                                                 
33Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso de la Masacre de Mapiripán Vs  Colombia. 
Sentencia Excepciones Preliminares. Serie C No 122 de marzo de 2005. Párrafo 30.  
34Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Comunidad Moiwana Vs Suriname. Sentencia 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No 124 de junio de 2005. 
Párrafo 3. La Comisión señalo en su demanda, el 29 de noviembre de 1986 miembros de las 
fuerzas armadas de Suriname habrían atacado la comunidad N’djuka Maroon de Moiwana.  Los 
soldados supuestamente masacraron a más de 40 hombres, mujeres y niños, y arrasaron la 
comunidad.  Los que lograron escapar presuntamente huyeron a los bosques circundantes, y 
después fueron exiliados o internamente desplazados.  Asimismo, a la fecha de la presentación de 
la demanda, supuestamente no habría habido una investigación adecuada de la masacre, nadie 
habría sido juzgado ni sancionado, y los sobrevivientes permanecerían desplazados de sus tierras; 
consecuentemente, serían incapaces de retomar su estilo de vida tradicional.  
 La sentencia es ubicada en la parte izquierda de la construcción de la línea 
jurisprudencial por ser sentencia hito, debido que la decisión de la Corte responde 
de forma concreta la pregunta planteada, es decir por primera vez, claro está bajo 
las sentencias que son de análisis, la Corte estableció los criterios que deben 
tenerse en cuenta al momento de proponer la excepción de falta de agotamiento 
de recursos internos, para que proceda35. En primer lugar, que el Estado 
demandado puede renunciar en forma expresa o tácita la invocación de esa regla.  
En segundo lugar, la excepción de no agotamiento de los recursos internos, para 
ser oportuna, debe plantearse en las primeras etapas del procedimiento, a falta de 
lo cual se presume la renuncia tácita a valerse de la misma por parte del Estado 
interesado.  En tercer lugar, el Estado que alega el no agotamiento debe señalar 
los recursos internos que deben agotarse y proporcionar la prueba de su 
efectividad. 
 
La Corte en el presente caso desestimó la excepción interpuesta por el Estado de 
Surinam. La decisión tuvo como fundamento que el Estado no presentó en tiempo 
la excepción y que lo mismo se desprende del expediente debido que el Estado 
propuso la excepción después que la Comisión había emitido sus informes de 
admisibilidad y de fondo36.  
 
Teniendo en cuenta lo anterior dijo la Corte nuevamente que el Estado había 
renunciado tácitamente a su derecho a objetar la falta de agotamiento de recursos 
internos por parte de las presuntas víctimas. 
 
 
 
                                                 
35Ibid., párrafo 49. 
36Ibid., párrafo 50.  
2.3   CASO DE LAS NIÑAS YEAN Y BOSICO VS. REPÚBLICA DOMINICANA37 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
*   
 
La presente sentencia es ubicada en la parte izquierda de la construcción de la 
línea jurisprudencia por ser una sentencia confirmadora de principio, debido que 
responde de forma concreta la pregunta problema planteada y reitera los tres 
criterios fijados por la Corte en la providencia Comunidad Moiwana Vs. Surinam.  
 
En otras palabras, manifestó la Corte que para que proceda la excepción de falta 
de agotamiento de recursos internos se deben de tener en cuenta38 en primer 
lugar, que el Estado demandado puede renunciar en forma expresa o tácita a la 
invocación de esa regla.  En segundo lugar, la excepción de no agotamiento de 
recursos internos debe plantearse, para que sea oportuna, en la etapa de 
admisibilidad del procedimiento ante la Comisión, o sea, antes de cualquier 
consideración en cuanto al fondo; si no es así, se presume que el Estado renuncia 
tácitamente a valerse de ella.  En tercer lugar, la Corte ha señalado que la falta de 
agotamiento de recursos es una cuestión de pura admisibilidad y que el Estado 
                                                 
37Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Niñas Yean y Bosico Vs República 
Dominicana. Sentencia Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No 130 
de septiembre de 2005. Párrafo 3.  La Comisión alegó en su demanda que el Estado, a través de 
sus autoridades del Registro Civil, negó a las niñas Yean y Bosico la emisión de sus actas de 
nacimiento, a pesar de que ellas nacieron en el territorio del Estado y de que la Constitución de la 
República Dominicana establece el principio del ius soli para determinar quienes son ciudadanos 
dominicanos.  La Comisión señaló que el Estado obligó a las presuntas víctimas a permanecer en 
una situación de continua ilegalidad y vulnerabilidad social, violaciones que adquieren una 
dimensión más grave cuando se trata de menores, toda vez que la República Dominicana negó a 
las niñas Yean y Bosico su derecho a la nacionalidad dominicana y las mantuvo como apátridas 
hasta el 25 de septiembre de 2001.  Según la Comisión, la niña Violeta Bosico se vio imposibilitada 
de asistir a la escuela por un año debido a la falta de documentos de identidad.   
38Ibid., párrafo 61.  
que la alega debe indicar los recursos internos que es preciso agotar, así como 
acreditar que esos recursos son adecuados y efectivos. 
 
La excepción que presentó la República Dominicana fue desestimada por la 
Corte39 con el argumento que el Estado no indicó en el procedimiento ante la 
Comisión los recursos adecuados y efectivos que debieron ser agotados por las 
víctimas. Lo que le permitió a la Corte inferir que el Estado había renunciado de 
forma implícita a su mecanismo de defensa consagrado en la Convención 
Americana. 
 
Adicionalmente la Corte manifestó, el Estado al haber renunciado implícitamente a 
proponer de forma correcta la excepción realizó un allanamiento tácito de la 
inexistencia de dichos recursos. 
 
2.4   CASO GARCÍA ASTO Y RAMÍREZ ROJAS VS. PERÚ40 
 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
*   
 
                                                 
39Ibid., párrafo 64.  
40Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso García Asto y Ramírez Rojas Vs Perú. 
Sentencia Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No 137 de 
Noviembre de 2005. Párrafos 3 y 4. La Comisión señaló en su demanda que los señores Wilson 
García Asto y Urcesino Ramírez Rojas fueron detenidos en 1995 y 1991, respectivamente, por la 
Policía Nacional del Perú  sin orden judicial y sin encontrarse en una situación de flagrancia. 
Fueron incomunicados y su investigación, procesamiento y juzgamiento fue llevado a cabo por 
fiscales y jueces sin rostro. El señor Wilson García Asto y el señor Urcesino Ramírez Rojas fueron 
condenados por el delito de terrorismo y posteriormente sus procesos fueron declarados nulos. Sin 
embargo la Comisión señalo que los señores permanecieron privados de la libertad entre 9 y 13 
años respectivamente.  
La presente sentencia es ubicada en la parte izquierda de la construcción de la 
línea jurisprudencial, debido que es una sentencia confirmadora de principio, es 
decir, responde de forma concreta la pregunta problema planteada con base a la 
ratio decidendi del Sistema Interamericano expresado por la Corte en el caso 
Comunidad Moiwana contra Surinam. 
  
En otros términos reitera que la excepción de falta de agotamiento de recursos 
internos procede siempre y cuando se cumpla con tres requisitos41. En primer 
lugar, que el Estado demandado puede renunciar en forma expresa o tácita la 
invocación de esa regla. En segundo lugar, la excepción de no agotamiento de 
recursos internos, para ser oportuna, debe plantearse en las primeras etapas del 
procedimiento, a falta de lo cual se presume la renuncia tácita a valerse de la 
misma por parte del Estado interesado. En tercer lugar, el Estado que alega la 
falta de agotamiento de recursos internos debe señalar aquellos recursos que 
deben agotarse y proporcionar la prueba de su efectividad. 
 
El Estado Peruano propuso ante la Corte la excepción de falta de agotamiento de 
recursos internos en la audiencia pública. Sin embargo, la Corte desestimó la 
misma porque la excepción no fue incoada por el Estado en el seno de la 
Comisión42. En otros términos, la Corte manifestó que el Estado peruano había 
renunciando tácitamente a su derecho de objetar el agotamiento de recursos 
internos. 
 
 
 
                                                 
41Ibid., párrafos 49.  
42Ibid., párrafo 50.  
2.5   CASO XIMENES LOPES VS. BRASIL43 
 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
*   
 
La presente sentencia es ubicada en la parte izquierda de la construcción de la 
línea jurisprudencial, debido que es una sentencia confirmadora de principio, es 
decir, responde de forma concreta la pregunta problema planteada con base a la 
ratio decidendi del sistema interamericano expresado en el caso Comunidad 
Moiwana.  
 
En otros términos reitera la Corte que la excepción de falta de agotamiento de 
recursos internos procede en primer lugar, el Estado demandado puede renunciar 
en forma expresa o tácita a la invocación de esa regla. En segundo lugar, la 
excepción de no agotamiento de recursos internos debe plantearse, para que sea 
oportuna, en la etapa de admisibilidad del procedimiento ante la Comisión, o sea, 
antes de cualquier consideración en cuanto al fondo; si no es así, se presume que 
el Estado renuncia tácitamente a valerse de ella44. 
 
                                                 
43Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Ximenes Lopes Vs. República Federativa del 
Brasil. Sentencia Excepciones Preliminares. Serie C No 139 de Noviembre de 2005. Párrafo 2. La 
Comisión Interamericana presento la demanda en perjuicio del  señor Damião Ximenes Lopes, por 
las supuestas condiciones inhumanas y degradantes de la hospitalización del señor Damião 
Ximenes Lopes, persona con discapacidad mental, en un centro de salud que operaba dentro del  
marco del Sistema Único de Salud brasileño llamado la Casa de Reposo Guararapes. De la misma 
forma la comisión alego, los constantes golpes y ataques contra la integridad personal de que fue 
víctima por parte de los funcionarios de la Casa de Reposo; su muerte mientras se encontraba allí 
sometido a tratamiento psiquiátrico; así como la supuesta falta de investigación y garantías 
judiciales que lo mantienen en la impunidad.  
 
44Ibid., párrafo 5. 
La Corte en el presente caso desestimó la excepción, porque el Estado 
demandado no demostró haber sido privado de proponer la presente excepción  
como respuesta al traslado que la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos le hizo de la petición.45 
 
En otros términos no interpuso la excepción en tiempo y ello le permite a la Corte 
presumir que existió un allanamiento tácito y no se utilizó de forma adecuada la 
excepción preliminar. 
 
2.6   CASO ACEVEDO JARAMILLO Y OTROS VS. PERÚ46 
 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
*   
 
La presente sentencia es confirmadora de principio y es ubicada en la parte 
izquierda de la construcción de la línea jurisprudencial, debido que reitera la ratio 
                                                 
45Ibid., párrafo 9.  
46Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Acevedo Jaramillo y otros Vs Perú. Sentencia 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No 144 de febrero de 2006. 
Párrafo 2. La demanda se circunscribe al supuesto incumplimiento de sentencias emitidas entre 
1996 y 2000 proferidas por Jueces de la ciudad de Lima, la Corte Superior de Justicia de Lima en 
segunda instancia y el Tribunal Constitucional del Perú por vía de acción de amparo. Según la 
Comisión, en dichas sentencias se ordenó a la Municipalidad de Lima que reintegre a los 
trabajadores de la referida Municipalidad despedidos por no haber concurrido a las evaluaciones 
que convocó esta municipalidad o no haberlas superado quienes la presentaron y a aquellas 
personas que fueron cesadas por participar en la huelga organizada por el sindicato que fue 
declarada ilegal y a quienes fueron cesados como consecuencia de la liquidación de la Empresa de 
Servicios Municipales de Limpieza de Lima. Asimismo, según la Comisión no se cumplieron las 
sentencias que ordenaban el pago a estos trabajadores de lo correspondiente a las 
remuneraciones, bonificaciones, asignaciones, gratificaciones y demás beneficios que les fueron 
reconocidos en los acuerdos con el sindicato durante 1989 a 1995. 
decidendi del sistema interamericano plasmada por la Corte en el caso 
Comunidad Moiwana contra Surinam.  
 
En el presente caso la Corte recuerda nuevamente que la excepción de falta de 
agotamiento de recursos internos posee tres requisitos para que sea estimada por 
la Corte como mecanismo de defensa estatal47. En primer lugar, la Corte ha 
señalado que la falta de agotamiento de recursos es una cuestión de pura 
admisibilidad y que el Estado que la alega debe indicar los recursos internos que 
es preciso agotar, así como acreditar que esos recursos son efectivos. En 
segundo término, la excepción de no agotamiento de recursos internos debe 
plantearse, para que sea oportuna, en la etapa de admisibilidad del procedimiento 
ante la Comisión, o sea, antes de cualquier consideración en cuanto al fondo; si no 
es así, se presume que el Estado renuncia tácitamente a valerse de ella.  En 
tercer lugar, el Estado demandado puede renunciar en forma expresa o tácita a la 
invocación de la falta de agotamiento de los recursos internos. 
 
El Estado de Peruano en el trámite ante la Comisión no alegó la falta de 
agotamiento de recursos internos y por no haberla planteado en su oportunidad 
procesal, la Corte manifestó que el Perú había renunciado tácitamente a su 
derecho a objetarla48.   
 
De la misma forma el Estado reconoció su responsabilidad49 por la violación del 
artículo 25.2 de la Convención que hace referencia a la obligación que tiene el 
Estado de proporcionar a sus habitantes recursos sencillos y efectivos.  
 
Del mismo modo, no era procedente la excepción porque la Corte ha manifestado 
que al momento que un Estado reconoce su responsabilidad internacional por la 
                                                 
47Ibid., párrafo 121.  
48Ibid., párrafo 126.  
49Ibid., párrafo 125 
violación de un derecho humano la Corte entra a conocer del fondo dejando de 
lado las excepciones preliminares.  
 
También le dijo la Corte al Estado peruano que no procedía la excepción, porque 
existía un retardo injustificado de la sentencia de amparo la cual tenía siete años y 
medio de ejecución. Hecho a criterio de la Corte que se encontraba íntimamente 
ligado con el fondo50. 
 
2.7   CASO DE LAS MASACRE DE ITUANGO VS COLOMBIA51 
 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
 *  
 
La presenten sentencia es ubicada en la parte centro izquierda de la construcción 
de la línea jurisprudencial por ser  sentencia confirmadora de principio del Caso 
Masacre de Mapiripán contra Colombia, debido que la decisión de la Corte 
                                                 
50Ibid., párrafo 127.  
51Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso de las Masacres de Ituango Vs Colombia. 
Sentencia Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No 148 de julio de  
2006. Párrafo 2. En su demanda, la Comisión se refirió a los hechos ocurridos en junio de 1996 y a 
partir de octubre de 1997 en los corregimientos de La Granja y El Aro, respectivamente, ambos 
ubicados en el Municipio de Ituango. La Comisión alegó que la “responsabilidad del Estado se 
derivaba de los presuntos actos de omisión, aquiescencia y colaboración por parte de miembros de 
la Fuerza Pública apostados en el Municipio de Ituango con grupos paramilitares pertenecientes a 
las Autodefensas Unidas de Colombia que presuntamente perpetraron sucesivas incursiones 
armadas en ese Municipio asesinando a su paso a civiles en estado de indefensión, despojando a 
otros de sus bienes y generando terror y desplazamiento. Asimismo, la Comisión señaló que 
transcurridos más de ocho años desde la incursión en el corregimiento de La Granja y más de seis 
años desde la incursión armada en el corregimiento de El Aro, el Estado colombiano no había 
cumplido aún en forma sustancial con su obligación de esclarecer los hechos, juzgar a todos los 
responsables en forma efectiva y reparar adecuadamente a las presuntas víctimas y sus familiares. 
Interamericana de Derechos Humanos responde la pregunta problema planteada, 
pero no de forma concreta. 
  
La decisión no se circunscribe a los requisitos que de forma reiterada ha 
establecido la Corte en el sistema interamericano para que proceda o no la 
excepción de falta de agotamiento de recursos internos; pero sí desestimó la 
excepción con el argumento que un Estado al momento de realizar un  
reconocimiento de responsabilidad ha aceptado implícitamente la plena 
competencia de la Corte para conocer del mismo y ha renunciado de forma tácita 
a la excepción interpuesta.52 
 
El Estado colombiano en el presente caso reconoció su responsabilidad53 por la 
violación del derecho a la Vida, derecho a la Integridad Personal, derecho a la 
Libertad Personal y derecho a la Propiedad Privada de la Convención Americana, 
lo que llevó a la Corte a manifestar que Colombia había aceptado la plena 
competencia de la misma. 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
52Ibid., párrafo 104. 
53Ibid., párrafo 103.  
2.8   CASO MONTERO ARANGUREN Y OTROS (RETÉN DE CATIA) VS. 
VENEZUELA54 
 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
 *  
 
El presente caso es ubicado en la parte centro izquierda de la construcción de la 
línea jurisprudencial por ser una sentencia confirmadora de principio del Caso 
Masacre de Mapiripán contra Colombia, debido que la decisión de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos responde la pregunta problema planteada, 
pero no de forma concreta. 
  
La decisión no se circunscribe a los requisitos que de forma reiterada ha 
establecido la Corte en el sistema interamericano para que proceda o no la 
excepción de falta de agotamiento de recursos internos; pero sí desestimó la 
excepción con el argumento que un Estado al momento de realizar un  
                                                 
54Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) 
Vs Venezuela. Sentencia Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No 
150 de julio de 2006. Párrafos 3 y 4. La demanda se refiere a la presunta ejecución extrajudicial de 
37 reclusos del Retén de Catia, ubicado en la ciudad de Caracas, Venezuela, la madrugada del 27 
de noviembre de 1992. Estos hechos habrían ocurrido después de un segundo intento de golpe 
militar en Venezuela, el cual habría originado una agitación al interior del citado retén. 
Presuntamente, los guardias del centro penitenciario y tropas del Comando Regional 5 de la 
Guardia Nacional y de la Policía Metropolitana intervinieron masivamente, con uso 
desproporcionado de la fuerza y disparando indiscriminadamente a la población reclusa. Las 
versiones de los hechos de algunos sobrevivientes cuentan que los guardias del Retén abrieron las 
puertas de las celdas anunciando a los reclusos que quedaban en libertad, esperaron la salida de 
los internos y dispararon contra ellos. También se alegó que los reclusos vivían en condiciones de 
detención inhumanas. La Comisión alegó que después de los hechos se inició una investigación 
por el Ministerio Público y las autoridades judiciales, la cual se habría caracterizado por la 
obstaculización y la falta de colaboración por parte de las autoridades policiales, militares y 
carcelarias. A partir de agosto de 1994 no se practicaron acciones tendientes a recopilar mayor 
información ni se desarrolló ninguna actividad procesal en el caso. Durante casi 8 años a los 
familiares de las presuntas víctimas se les negó el acceso al expediente.  
reconocimiento de responsabilidad ha aceptado implícitamente la plena 
competencia de la Corte para conocer del mismo y ha renunciado de forma tácita 
a la excepción interpuesta55. 
 
El Estado venezolano en el presente caso reconoció su responsabilidad en la 
audiencia pública56 por las violaciones alegadas por la Comisión y los 
Representantes de las víctimas. También se allanó totalmente y sin ninguna 
salvedad a las pretensiones correspondientes, en todos los aspectos contenidos 
en la demanda, incluidas las relativas a las reparaciones por cuanto los internos 
estaban bajo su responsabilidad. 
 
2.9   CASO NOGUEIRA DE CARVALHO VS BRASIL57 
 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
*   
 
                                                 
55Ibid., párrafo 41. 
56Ibid., párrafo 50.  
57Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Nogueira de Carvalho Vs Brasil. Sentencia  
Excepciones Preliminares, Fondo. Serie C No 161 de noviembre de 2006. Párrafo 2. La Comisión 
presentó la demanda por la supuesta falta de debida diligencia en el proceso de investigación de 
los hechos y sanción de los responsables de la muerte de Francisco Gilson Nogueira de Carvalho 
(en adelante “Gilson Nogueira de Carvalho” o “el abogado”), y la falta de provisión de un recurso 
efectivo en el presente caso.  La Comisión solicitó a la Corte un pronunciamiento sobre las 
supuestas violaciones que ocurrieron con posterioridad al 10 de diciembre de 1998, fecha en que el 
Estado reconoció la competencia contenciosa de la Corte e indicó que la deficiente actuación de 
las autoridades estatales, vista en su conjunto, llevó a la falta de investigación, persecución, 
captura, enjuiciamiento y condena de los responsables del homicidio de Gilson Nogueira de 
Carvalho y que después de más de diez años, no se ha identificado y sancionado a los 
responsables, y por ende, sus padres no han podido promover un recurso con el objeto de obtener 
una compensación por los daños sufridos.      
La presente sentencia es ubicada en la parte izquierda de la construcción de la 
línea jurisprudencia por ser una sentencia confirmadora de principio, debido que 
responde de forma concreta la pregunta problema planteada y reitera los criterios 
fijados por la Corte en la providencia Comunidad Moiwana contra Surinam. 
  
En otras palabras, manifestó la Corte para que proceda la excepción de falta de 
agotamiento de recursos internos se deben tener en cuenta58 en primer lugar, el 
Estado demandado puede renunciar en forma expresa o tácita a la invocación de 
esa regla. En segundo lugar, la excepción de no agotamiento de recursos internos 
debe plantearse, para que sea oportuna, en la etapa de admisibilidad del 
procedimiento ante la Comisión, o sea, antes de cualquier consideración en 
cuanto al fondo; si no es así, se presume que el Estado renuncia tácitamente a 
valerse de ella.  En tercer lugar, la Corte ha señalado que la falta de agotamiento 
de recursos es una cuestión de pura admisibilidad y que el Estado que la alega 
debe indicar los recursos internos que es preciso agotar, así como acreditar que 
esos recursos son adecuados y efectivos. 
 
La excepción que presentó el Estado de Brasil fue desestimada por la Corte59 con 
el argumento que el Estado no indicó en el procedimiento ante la Comisión los 
recursos adecuados y efectivos que debieron ser agotados por las víctimas. Lo 
que le permitió a la Corte inferir que el Estado había renunciado de forma implícita 
a su mecanismo de defensa consagrado en la Convención; además que el Estado 
realizó un allanamiento tácito de la inexistencia de dichos recursos.  
 
 
 
 
                                                 
58Ibid., párrafo 51.  
59Ibid., párrafo 53.  
2.10 CASO GARCÍA PRIETO Y OTROS VS. EL SALVADOR60 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
*   
 
La presente sentencia es ubicada en la parte izquierda de la construcción de la 
línea jurisprudencial por ser una sentencia confirmadora de principio, debido que 
responde de forma concreta la pregunta problema planteada y reitera los criterios 
fijados por la Corte en la providencia Comunidad Moiwana contra Surinam. 
  
En otras palabras, manifestó la Corte que para que proceda la excepción de falta 
de agotamiento de recursos internos se deben tener en cuenta61 en primer lugar, 
que el Estado demandado puede renunciar en forma expresa o tácita a la 
invocación de esa regla. En segundo lugar, la excepción de no agotamiento de 
recursos internos debe plantearse, para que sea oportuna, en la etapa de 
admisibilidad del procedimiento ante la Comisión, o sea, antes de cualquier 
consideración en cuanto al fondo, si no es así, se presume que el Estado renuncia 
                                                 
60Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso García Prieto y otro Vs El salvador. Sentencia 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No 168 de noviembre de 2007. 
Párrafo 2. La Comisión indicó como hechos del presente caso en su demanda, que el 10 de junio 
de 1994 el señor Ramón Mauricio García Prieto estaba frente de la casa de unos familiares cuando 
fue interceptado por dos sujetos que lo amenazaron de muerte con armas de fuego.  
Posteriormente, fue asesinado, hecho que la Comisión resaltó que estaba fuera de la competencia 
de la Corte.  Agregó, la Comisión que con posterioridad a la muerte del señor García Prieto las 
autoridades estatales realizaron investigaciones penales con el fin de identificar, juzgar y 
eventualmente sancionar a los responsables.  A tal efecto, se desarrolló el proceso penal (No. 
262/94) ante el Juzgado Décimo Quinto de Paz de San Salvador (infra nota 38), el cual finalizó el 7 
de octubre de 1996 con la condena de Raúl Argueta Rivas a veintiséis años de prisión por el delito 
de asesinato en perjuicio del señor García Prieto.  El 28 de agosto de 1997 se abrió un nuevo 
proceso penal (No.110/98) ante el Juzgado Décimo Tercero de Paz (infra nota 42), para continuar 
con las investigaciones con el fin de esclarecer el asesinato del señor García Prieto, proceso que 
concluyó el 7 de junio de 2001 con la condena de Julio Ismael Ortiz Díaz a treinta años de prisión.  
Por último, los padres del señor García Prieto interpusieron una denuncia ante la Fiscalía General 
de la República de El Salvador el 6 de junio de 2003, en la cual solicitaron que se continuara 
investigando el homicidio de su hijo, investigación que aún no ha concluido.   
61Ibid., párrafo 49.  
tácitamente a valerse de ella.  En tercer lugar, la Corte ha señalado que la falta de 
agotamiento de recursos es una cuestión de pura admisibilidad y que el Estado 
que la alega debe indicar los recursos internos que es preciso agotar, así como 
acreditar que esos recursos son adecuados y efectivos. 
 
La excepción que presentó el Estado del Salvador fue desestimada por la Corte62 
con el argumento que el Estado no indicó en el procedimiento ante la Comisión los 
recursos adecuados y efectivos que debieron ser agotados por las víctimas. Lo 
que le permitió a la Corte inferir que el Estado había renunciado de forma implícita 
a su mecanismo de defensa consagrado en la Convención Americana. 
 
También manifestó la Corte que el Estado al haber renunciado implícitamente a 
proponer de forma correcta la excepción realizó un allanamiento tácito de la 
inexistencia de dichos recursos y por lo tanto se encontraba impedido de alegar el 
no agotamiento en el procedimiento ante la Corte.  
 
2.11 CASO DEL PUEBLO SARAMAKA VS SURINAM63 
 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
                                                 
62Ibid., párrafo 52. 
63Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso del Pueblo Saramaka Vs Surinam. Sentencia 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No 172 de noviembre de 2007. 
Párrafo 2. La demanda de la Comisión somete a la jurisdicción de la Corte las presuntas 
violaciones cometidas por el Estado contra los miembros del pueblo Saramaka.  La Comisión alegó 
que el Estado no ha adoptado medidas efectivas para reconocer su derecho al uso y goce del 
territorio que han ocupado y usado tradicionalmente; que el Estado ha presuntamente violado el 
derecho a la protección judicial en perjuicio del pueblo Saramaka al no brindarles acceso efectivo a 
la justicia para la protección de sus derechos fundamentales, particularmente el derecho a poseer 
propiedad de acuerdo con sus tradiciones comunales, y que el Estado supuestamente no ha 
cumplido con su deber de adoptar disposiciones de derecho interno para asegurar y respetar estos 
derechos de los Saramakas.    
*   
 
Es ubicada en la parte izquierda de la construcción de la línea jurisprudencial por 
ser sentencia confirmadora de principio, debido que la decisión de la Corte 
responde de forma concreta la pregunta planteada y reitera la ratio decidendi del 
caso Comunidad Moiwana contra Surinam, es decir, la Corte reitero de nuevo los 
tres criterios que deben tenerse en cuenta al momento de proponer la excepción 
de falta de agotamiento de recursos internos para que proceda64. En primer lugar, 
que el Estado demandado puede renunciar en forma expresa o tácita la invocación 
de esa regla.  En segundo lugar, la excepción de no agotamiento de los recursos 
internos, para ser oportuna, debe plantearse en las primeras etapas del 
procedimiento, a falta de lo cual se presume la renuncia tácita a valerse de la 
misma por parte del Estado interesado.  En tercer lugar, el Estado que alega el no 
agotamiento debe señalar los recursos internos que deben agotarse y 
proporcionar la prueba de su efectividad. 
 
La Corte en el presente caso desestimó la excepción interpuesta por el Estado de 
Surinam. La decisión tuvo como fundamento que el Estado no presentó en tiempo 
la excepción y que lo mismo se desprende del expediente debido que el Estado la 
propuso en el cuarto escrito que presentó ante la Comisión y no en el primero, 
requisito que se ha establecido de forma reiterada. 
 
También manifestó la Corte, el Estado de Surinam se encontraba habilitado para 
interponer la excepción ante la Corte porque la propuso ante la Comisión. Pero la 
incoó de forma no adecuada, debido a que en dicho escrito no le manifestó al 
sistema interamericano los recursos adecuados y efectivos que debieron agotar 
las víctimas65.  
                                                 
64Ibid., párrafo 43. 
65Ibid., párrafo 44.  
 Teniendo en cuenta lo anterior,  la Corte manifestó que el Estado había 
renunciado tácitamente a su derecho a objetar la falta de agotamiento de recursos 
internos por parte de las presuntas víctimas.  
 
2.12 CASO CHAPARRO ÁLVAREZ Y LAPO ÍÑIGUEZ. VS. ECUADOR66 
 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
*   
 
                                                 
66Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs Ecuador. 
Sentencia Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No. 170 de 
noviembre de 2007. Párrafo 2. La Comisión indicó que al momento de los hechos el señor 
Chaparro, de nacionalidad chilena, era dueño de la fábrica Aislantes Plumavit Compañía Limitada, 
dedicada a la elaboración de hieleras para el transporte y exportación de distintos productos, 
mientras que el señor Lapo, de nacionalidad ecuatoriana, era el gerente de dicha fábrica. Según la 
demanda, con motivo de la Operación Antinarcótica Rivera, oficiales de policía antinarcóticos 
incautaron el 14 de noviembre de 1997, en el Aeropuerto Simón Bolívar de la ciudad de Guayaquil, 
un cargamento de pescado de la compañía Mariscos Oreana Maror que iba a ser embarcado con 
destino a la ciudad de Miami, Estados Unidos de América. En dicho cargamento, afirmó la 
Comisión, fueron encontradas unas cajas térmicas o hieleras en las que se detectó la presencia de 
clorhidrato de cocaína y heroína. Según la demanda, el señor Chaparro fue considerado 
sospechoso de pertenecer a una “organización internacional delincuencial” dedicada al tráfico 
internacional de narcóticos, puesto que su fábrica se dedicaba a la elaboración de hieleras 
similares a las que se incautaron, motivo por el cual la Jueza Décimo Segunda de lo Penal del 
Guayas dispuso el allanamiento de la fábrica Plumavit y la detención con fines investigativos del 
señor Chaparro. Según la Comisión, al momento de la detención del señor Chaparro las 
autoridades estatales no le informaron de los motivos y razones de la misma, ni tampoco de su 
derecho a solicitar asistencia consular del país de su nacionalidad. La Comisión informó que el 
señor Lapo fue detenido, junto con otros empleados de la fábrica Plumavit, durante el allanamiento 
a dicha fábrica. La detención del señor Lapo supuestamente no fue en flagrancia ni estuvo 
precedida de orden escrita de juez, tampoco le habrían informado de los motivos y razones de su 
detención. Las dos presuntas víctimas supuestamente fueron trasladadas a dependencias 
policiales y permanecieron incomunicadas cinco días. El señor Chaparro no habría contado con 
patrocinio letrado al momento de rendir su declaración preprocesal y la defensa pública del señor 
Lapo supuestamente no fue adecuada. Según la Comisión, la detención de las presuntas víctimas 
sobrepasó el máximo legal permitido por el derecho interno y no fueron llevadas sin demora ante 
un juez. 
La sentencia es ubicada en la parte izquierda de la construcción de la línea 
jurisprudencial por ser sentencia confirmadora de principio de la sentencia 
Comunidad Moiwana, debido que la decisión de la Corte responde de forma 
concreta la pregunta planteada y reitera uno de los tres requisitos que deben  
tenerse en cuenta al momento de proponer la excepción de falta de agotamiento 
de recursos internos. 
 
Dijo la Corte en el presente caso, para que proceda la excepción debe proponerse 
en el primer momento procesal ante la Comisión, de lo contrario se configura una 
renuncia tácita por no haber planteado la excepción en tiempo67.   
 
Teniendo en cuenta lo anterior la Corte desestimó la excepción planteada porque  
el Estado no alegó ante la Comisión68 que los recursos de apelación de las 
resoluciones de hábeas corpus y de prisión preventiva, así como la acción civil de 
daños y perjuicios no hubiesen sido agotados por las presuntas víctimas.  
 
2.13 CASO BOYCE Y OTROS VS. BARBADOS69 
 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
Si 
                                                 
67Ibid., párrafo 17.  
68Ibid., párrafo 18.  
69Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Boyce y otros Vs Barbados. Sentencia 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No. 169 de noviembre de 2007. 
Párrafo 2. En la demanda, la Comisión alegó que el Estado es responsable de las violaciones 
cometidas en contra de Lennox Ricardo Boyce, Jeffrey Joseph, Frederick Benjamin Atkins y 
Michael McDonald Huggins (en adelante, “las presuntas víctimas”), por la naturaleza obligatoria de 
la pena de muerte impuesta sobre las presuntas víctimas - quienes habían sido condenadas por el 
delito de homicidio - las condiciones de su detención, la lectura (“reading”) de las órdenes de 
ejecución mientras sus peticiones estaban supuestamente pendientes ante los tribunales internos y 
el sistema interamericano de derechos humanos y por la supuesta falta de adecuar el derecho 
interno de Barbadas a lo establecido en la Convención Americana. Las cuatro presuntas víctimas 
fueron sentenciadas a muerte de conformidad con lo establecido en el artículo 2 de la Ley de 
Delitos contra las Personas de 1994 de Barbados, la cual establece una pena obligatoria de muerte 
para las personas condenadas por el delito de homicidio.   
de Derechos Humanos? 
*   
 
La presente sentencia es ubicada en la parte izquierda de la construcción de la 
línea jurisprudencial, debido que es una sentencia confirmadora de principio, es 
decir, responde de forma concreta la pregunta problema planteada con base a la 
ratio decidendi del sistema interamericano expresado en el caso Comunidad 
Moiwana.  
 
En otros términos reitera que la excepción de falta de agotamiento de recursos 
internos procede siempre y cuando se cumpla con tres requisitos70. Primero, la 
Corte debe interpretar la excepción como una defensa disponible a los Estados, el 
cual puede renunciar a ésta ya sea expresa o tácitamente.  Segundo, a fin de que 
sea oportuna la excepción sobre el no agotamiento de los recursos internos, debe 
alegarse en la primera actuación del Estado durante el procedimiento ante la 
Comisión, de lo contrario, se presume que el Estado ha renunciado tácitamente a 
presentar dicho argumento.  Tercero, la Corte ha afirmado que el Estado que 
presenta esta excepción debe especificar los recursos internos que aún no han 
sido agotados y demostrar que estos recursos son aplicables y efectivos. 
 
La Corte desestimó la excepción en el presente caso con fundamento que el 
Estado había renunciado implícita o tácitamente71, a cualquier impugnación con 
respecto del agotamiento de los recursos internos por parte de las presuntas 
víctimas dado que el Estado no ofreció ante la Comisión observaciones en el caso 
de los señores Boyce y Joseph y en relación con los señores Huggins y Atkins no 
explicó cuáles recursos internos aún no habían sido agotados. 
  
                                                 
70Ibid., párrafo 25.  
71Ibid., párrafo 28.  
También expreso la Corte que el Estado no especificó los recursos internos que 
tenían disponibles las presuntas víctimas ni demostró que estos recursos fuesen 
efectivos y aplicables.  
 
2.14 CASO APITZ BARBERA Y OTROS  VS. VENEZUELA72 
 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
*   
 
El caso es ubicado en la parte izquierda de la construcción de la línea 
jurisprudencial por ser sentencia confirmadora de principio, debido que la decisión 
de la Corte responde de forma concreta la pregunta planteada y reitera la ratio 
decidendi del caso Moiwana, es decir, la Corte reitera uno de los criterios que 
deben tenerse en cuenta al momento de proponer la excepción de falta de 
agotamiento de recursos internos. 
                                                 
72Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Apitz Barbera y otros Vs Venezuela. 
Sentencia Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No. 182 de agosto 
de 2008. Párrafo 2. La demanda se relaciona con la destitución de los ex-jueces de la Corte 
Primera de lo Contencioso Administrativo el 30 de octubre de 2003, por haber incurrido en un error 
judicial inexcusable al conceder un amparo cautelar que suspendió los efectos de un acto 
administrativo que había negado el registro de una compraventa. La Comisión alegó que la 
destitución por dicho error resulta contraria al principio de independencia judicial pues atenta contra 
la garantía de fallar libremente en derecho y que se los destituyó por haber incurrido en un 
supuesto error judicial inexcusable cuando lo que existía era una diferencia razonable y razonada 
de interpretaciones jurídicas posibles sobre una figura procesal determinada, en grave violación de 
su derecho a un debido proceso por la falta de motivación de la decisión que los destituyó y sin que 
tuvieran a su disposición un recurso sencillo, rápido y efectivo que se pronunciara sobre la 
destitución de que fueron objeto. De otra parte, la Comisión indicó que la Corte Primera había 
adoptado decisiones que generaron reacciones adversas por parte de altos funcionarios del Poder 
Ejecutivo y que un conjunto de indicios permitiría inferir que el órgano que ordenó la destitución 
carecía de independencia e imparcialidad y que dicha destitución obedecía a una desviación de 
poder que se explicaría en la relación de causalidad que existiría entre las declaraciones del 
Presidente de la República y altos funcionarios del Estado por los fallos contrarios a intereses del 
gobierno y la investigación disciplinaria que fue impulsada y que devino en la destitución de las 
víctimas.   
 Dijo la Corte en el presente caso para que proceda la excepción debe proponerse 
en el primer momento procesal ante la Comisión, de lo contrario se configura una 
renuncia tácita por no haber planteado la excepción en tiempo73.   
 
Con fundamento en lo anterior la Corte desestimó la excepción planteada porque  
el Estado alegó ante la Comisión la excepción de falta de agotamiento de recursos 
internos pero lo hizo después que emitió el informe de admisibilidad. 
  
La excepción la debió interponer en el momento procesal oportuno, es decir, 
después que la Comisión le corre traslado de la petición presentada por las 
víctimas. 
 
2.15 CASO CASTAÑEDA GUTMAN VS. MÉXICO74 
 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
*   
 
La presente sentencia es ubicada en la parte izquierda de la construcción de la 
línea jurisprudencial, debido que es una sentencia confirmadora de principio, es 
decir, responde de forma concreta la pregunta problema planteada con base a la 
                                                 
73Ibid., párrafo 24.  
74Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Castañeda Gutman Vs Estados Unidos 
Mexicanos. Sentencia Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No. 184 
de agosto de 2008. Párrafo 2. Según indicó la Comisión, la demanda se relaciona con la 
inexistencia en el ámbito interno de un recurso sencillo y efectivo para el reclamo de la 
constitucionalidad de los derechos políticos y el consecuente impedimento para que el señor Jorge 
Castañeda Gutman inscribiera su candidatura independiente a la Presidencia de México para las 
elecciones que se celebraron en julio de 2006.   
ratio decidendi del sistema interamericano expresado en el caso Comunidad 
Moiwana contra Surinam. 
  
En otros términos reitera que la excepción de falta de agotamiento de recursos 
internos procede siempre y cuando se cumpla con tres requisitos75. Primero, la 
Corte ha interpretado la excepción como una defensa disponible para el Estado y, 
como tal, puede renunciarse a ella, ya sea expresa o tácitamente. Segundo, esta 
excepción debe presentarse oportunamente con el propósito de que el Estado 
pueda ejercer su derecho a la defensa. Tercero, la Corte ha afirmado que el 
Estado que presenta esta excepción debe especificar los recursos internos que 
aún no se han agotado y demostrar que estos recursos son aplicables y efectivos. 
 
La Corte no desestimó la excepción con fundamento en la presentación incorrecta 
e inadecuada de la excepción por parte del Estado. Al contrario la Corte en el 
presente caso dijo por primera vez, claro está bajo las sentencias que son de 
análisis, que el Estado mexicano presentó la excepción, falta de agotamiento de 
recursos internos ante la Comisión en el traslado de la petición, es decir, en el 
primer momento procesal, fue ante la misma Comisión que el Estado dijo cuales 
eran los recursos adecuados y efectivos, además manifestó que no renunciaba a 
su mecanismo de defensa.  
 
En otros términos, dijo la Corte que el Estado mexicano interpuso la excepción 
conforme a los criterios fijados por el precedente interamericano76. 
 
Por su parte la Corte desestimó la excepción no porque el Estado la haya incoado 
de forma indebida sino reiterando un criterio antes expuesto en el sistema 
interamericano que hace alusión que cuando se invocan ciertas excepciones a la 
regla de no agotamiento de los recursos internos, como son la inefectividad de 
                                                 
75Ibid., párrafo 30.  
76Ibid., párrafo 32.   
tales recursos o la inexistencia del debido proceso legal. En el presente supuesto 
no sólo se está alegando que el agraviado no está obligado a interponer tales 
recursos, sino que indirectamente se está imputando al Estado involucrado una 
nueva violación a las obligaciones contraídas por la Convención. En tales 
circunstancias la cuestión de los recursos internos se aproxima sensiblemente a la 
materia de fondo donde será analizada 77. 
 
La presente sentencia mide la mayor expresión de efectividad del cumplimiento de 
los requisitos fijados por el sistema interamericano. Como se observa el Estado de 
México cumplió con su carga procesal, que era excepcionar conforme a lo fijado 
por la Corte, sin embargo en el presente caso se dejó de lado el cumplimiento de 
los requisitos fijados por la Corte, estableciéndose una excepción, diferir el análisis 
de las cuestiones preliminares con las de fondo en el momento que las presuntas 
víctimas controviertan la idoneidad o efectividad del recurso interno a agotar. 
 
En conclusión, la Corte impone al Estado Parte cuatro y no tres requisitos de 
cumplimiento para la procedencia de la excepción preliminar: primero, que no 
exista una renuncia tácita o expresa; segundo, que se interponga ante la Comisión 
en la contestación de la petición; tercero, que se manifieste cuales son los 
recursos adecuados y efectivos y se allegue prueba de los mismos; cuarto, que las 
víctimas no hayan cuestionado alguna de las excepciones que le imponen la 
obligación de agotar los recursos internos, porque en este evento el análisis de la 
procedencia de la excepción se difiere al análisis de fondo por la presunta 
violación de las garantías judiciales y protección judicial. 
 
                                                 
77Ibid., párrafo 34. Ver Corte Interamericana de Derechos Humanos: Caso Velásquez Rodríguez Vs 
Honduras. Sentencia de Excepciones Preliminares. Serie C No 01 de junio de 1987. Párrafo 91; 
Caso Fairén Garbi y Solís Corrales Contra Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de 
junio de 1987. Serie C No. 2. Párrafo  90;  Caso Godínez Cruz Contra Honduras. Sentencia de 
Excepciones Preliminares. Sentencia de junio de 1987. Serie C No. 3, párrafo93. 
2.16 CASO BAYARRI VS. ARGENTINA78 
 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
*   
 
La sentencia es ubicada en la parte izquierda de la construcción de la línea 
jurisprudencial por ser confirmadora de principio, debido que la decisión de la 
Corte responde de forma concreta la pregunta planteada y reitera la ratio 
decidendi del caso Moiwana, es decir, la Corte reitera uno de los criterios que 
deben tenerse en cuenta al momento de proponer la excepción de falta de 
agotamiento de recursos internos. 
 
Dijo la Corte en el presente caso para que proceda la excepción debe proponerse 
en el primer momento procesal ante la Comisión. De lo contrario se configura una 
renuncia tácita por no haber planteado la excepción en tiempo79.   
 
                                                 
78Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Bayarri Vs Argentina. Sentencia Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No. 187 de octubre de 2008. Párrafo 2. La 
demanda de la Comisión Interamericana se relaciona con la alegada detención ilegal y arbitraria 
del señor Juan Carlos Bayarri el 18 de noviembre de 1991 en la provincia de Buenos Aires, 
Argentina, sus supuestas tortura, prisión preventiva excesiva y subsiguiente denegación de justicia, 
en el marco de un proceso penal seguido en su contra por la supuesta comisión de secuestros 
extorsivos reiterados. La Comisión indicó que el señor Bayarri estuvo privado de su libertad por 
casi 13 años sobre la base de una confesión que fue obtenida bajo tortura. No obstante que la 
Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal de Argentina consideró 
probada la tortura a la que fue sometido, transcurridos casi 16 años desde que ocurrieran los 
hechos, el Estado argentino no ha provisto de una respuesta judicial adecuada al señor Bayarri 
respecto de la responsabilidad penal de los autores, ni lo ha remediado de modo alguno por las 
violaciones sufridas.   
79Ibid., párrafo 16.  
Con fundamento en lo anterior la Corte desestimó la excepción planteada porque 
el Estado alegó ante la Comisión la excepción de falta de agotamiento de recursos 
internos pero lo hizo después que emitió el informe de admisibilidad.  
 
La excepción la debió interponer en el primer momento que el Estado contesta a la 
Comisión la petición presentada por las víctimas, que es el momento procesal 
oportuno. 
 
2.17 CASO PEROZO Y OTROS VS. VENEZUELA80 
 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
*   
 
La sentencia es ubicada en la parte izquierda de la construcción de la línea 
jurisprudencial por ser sentencia confirmadora de principio, debido que la decisión 
de la Corte responde de forma concreta la pregunta planteada y reitera la ratio 
decidendi del caso Moiwana, es decir, la Corte reitera los criterios que deben 
tenerse en cuenta al momento de proponer la excepción de falta de agotamiento 
de recursos internos. 
 
                                                 
80Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Perozo y otros Vs. Venezuela. Sentencias  
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No. 195 de enero de 2009. 
Párrafo 2. Los hechos presentados por la Comisión se refieren a una serie de actos y omisiones, 
ocurridos entre octubre de 2001 y agosto de 2005, consistentes en declaraciones de funcionarios 
públicos y actos de hostigamiento y agresiones físicas y verbales, así como obstaculizaciones a las 
labores periodísticas, cometidos por agentes estatales y particulares, en perjuicio de 44 personas 
vinculadas al canal de televisión Globovisión, entre periodistas, personal técnico asociado, 
empleados, directivos y accionistas, así como a algunas investigaciones y procedimientos penales 
abiertos o realizados a nivel interno en relación con esos hechos.   
Sin embargo, al momento de reiterar los criterios no los explica como lo ha hecho 
hasta el momento, es decir, clasificándolos en tres, sino que los divide en 
aspectos materiales y formales. 
 
Manifestó la Corte que los aspectos formales hacen referencia que la excepción 
es un mecanismo de defensa estatal y por ende deberá verificarse las cuestiones 
propiamente procesales, tales como el momento procesal en que la excepción ha 
sido planteada (si fue alegada oportunamente); los hechos respecto de los cuales 
se planteó y si la parte interesada ha señalado que la decisión de admisibilidad se 
basó en informaciones erróneas o en alguna afectación de su derecho de defensa.  
Entre tanto los aspectos materiales, hacen referencia si se han interpuesto y 
agotado los recursos de la jurisdicción interna, conforme a los principios del 
Derecho Internacional generalmente reconocidos, en particular, si el Estado que 
presenta esta excepción ha especificado los recursos internos que aún no se han 
agotado, y será preciso demostrar que estos recursos se encontraban disponibles 
y eran adecuados, idóneos y efectivos81.  
 
Para el presente caso, la Corte decidió que no procede la excepción porque la 
misma no fue propuesta en el momento procesal oportuno. El Estado la impetró 
ante la Comisión pero en escrito posterior al análisis de admisibilidad y lo hizo en 
escrito separado en la etapa de fondo. Hecho que para la Corte constituye 
renuncia tácita por no haber planteado la excepción en tiempo82.   
 
 
 
 
 
                                                 
81Ibid, párrafo 42.   
82Ibid, párrafo 44.    
2.18 CASO RÍOS Y OTROS VS. VENEZUELA83 
 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
*   
 
La sentencia es ubicada en la parte izquierda de la construcción de la línea 
jurisprudencial por ser sentencia confirmadora de principio, debido que la decisión 
de la Corte responde de forma concreta la pregunta planteada y reitera la ratio 
decidendi del caso Moiwana y Perozo, es decir, la Corte reitera los criterios que 
deben tenerse en cuenta al momento de proponer la excepción de falta de 
agotamiento de recursos internos, claro clasificándolos en aspectos formales y 
materiales84. 
 
En el presente caso la excepción fue desestimada por la Corte por dos razones. 
Porque el Estado venezolano al incoar la excepción al momento de contestar la 
petición no lo realizó en el plazo convencional ni reglamentario de la Comisión, es 
decir, teniendo dos meses  para presentar su contestación lo hizo un año 
después85.  
 
                                                 
83Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Ríos y otros vs. Venezuela. Sentencias 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No. 194 de enero 2009. Párrafo 
2. Los hechos presentados por la Comisión se refieren a actos y omisiones, cometidos por 
funcionarios públicos y particulares, que constituyeron restricciones a la labor de buscar, recibir y 
difundir información de 20 personas, todas ellas periodistas o trabajadores de la comunicación 
social que están o han estado vinculados a RCTV. En particular, la Comisión alegó que dichas 
personas fueron sujetas a diversas amenazas, actos de hostigamiento y agresiones verbales y 
físicas, incluidos lesiones por disparos de armas de fuego, y que hubo atentados a las 
instalaciones del canal de televisión RCTV, entre los años 2001 y 2004. Además, la Comisión 
señaló falta de diligencia en la investigación de tales incidentes y omisión de acciones de 
prevención por parte del Estado.   
 
84Ibid, párrafo 37.   
85Ibid, párrafo 39.   
Dijo la Corte en el presente caso para que proceda la excepción debe proponerse 
en el primer momento procesal ante la Comisión. De lo contrario se configura una 
renuncia tácita por no haber planteado la excepción en tiempo.   
 
De la misma forma la Corte desestimó la excepción reiterando un criterio antes 
expuesto en el sistema interamericano, Caso Castañeda Gutman, haciendo 
alusión que cuando se invocan ciertas excepciones a la regla de no agotamiento 
de los recursos internos, como son la inefectividad de tales recursos o el tramite 
con retardo injustificado. En los presentes supuestos no sólo se está alegando que 
el agraviado no está obligado a interponer tales recursos, sino que indirectamente 
se está imputando al Estado involucrado una nueva violación a las obligaciones 
contraídas por la Convención. En tales circunstancias la cuestión preliminar se 
aproxima sensiblemente a la materia de fondo, donde será analizada86. 
 
 
2.19 CASO REVERÓN TRUJILLO VS. VENEZUELA87 
 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
*   
 
                                                 
86Ibid, párrafo 40.   
87Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela. Sentencia 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No. 197de junio de 2009. 
Párrafo 2. La demanda se relaciona con la supuesta destitución arbitraria de María Cristina 
Reverón Trujillo (en adelante “la señora Reverón Trujillo” o “la presunta víctima”) del cargo judicial 
que ocupaba, ocurrida el 6 de febrero de 2002. El 13 de octubre de 2004 la Sala Político 
Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia (en adelante “la SPA”) decretó la nulidad del acto 
de destitución por considerar que no estuvo ajustado a derecho, pero no ordenó la restitución de la 
presunta víctima a su cargo, ni el pago de los salarios y beneficios sociales dejados de percibir. Por 
tales razones, la Comisión alegó que el recurso de nulidad no proporcionó a la señora Reverón 
Trujillo un recurso judicial efectivo capaz de remediar, en forma integral, la violación a sus 
derechos.   
La sentencia es ubicada en la parte izquierda de la construcción de la línea 
jurisprudencial por ser sentencia confirmadora de principio, debido que la decisión 
de la Corte responde de forma concreta la pregunta planteada y reitera la ratio 
decidendi del caso Moiwana, es decir, la Corte reitera uno de los criterios que 
deben tenerse en cuenta al momento de proponer la excepción de falta de 
agotamiento de recursos internos. 
 
Dijo la Corte en el presente caso para que proceda la excepción debe proponerse 
en el primer momento procesal ante la Comisión. De lo contrario se configura una 
renuncia tácita por no haber planteado la excepción en tiempo88.   
 
Con fundamento en lo anterior la Corte desestimó la excepción planteada porque 
el Estado no alegó ante la Comisión la excepción de falta de agotamiento de 
recursos internos89.  
 
La excepción la debió de interponer en el primer momento que el Estado contesta 
a la Comisión la petición presentada por las víctimas, que es el momento procesal 
oportuno, sin embargo no lo hizo en el procedimiento ante la Comisión.  
 
2.20 CASO ESCHER Y OTROS VS. BRASIL90 
 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
                                                 
88Ibid, párrafo 21.    
89Ibid, párrafo 20.  
90Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Escher y Otros vs. Brasil. Sentencias 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No. 200 de julio de 2009. 
Párrafo 2. Según indicó la Comisión, la demanda se refiere a la alegada interceptación y monitoreo 
ilegal de las líneas telefónicas de Arlei José Escher, Dalton Luciano de Vargas, Delfino José 
Becker, Pedro Alves Cabral, Celso Aghinoni y Eduardo Aghinoni, […] miembros de las 
organizaciones ADECON y COANA, llevados a cabo entre abril y junio de 1999 por parte de la 
Policía Militar del estado de Paraná; la divulgación de las conversaciones telefónicas, así como la 
denegación de justicia y reparación adecuada.     
*   
 
La sentencia es ubicada en la parte izquierda de la construcción de la línea 
jurisprudencial por ser sentencia confirmadora de principio, debido que la decisión 
de la Corte responde de forma concreta la pregunta planteada y reitera la ratio 
decidendi del caso Moiwana y Perozo, es decir, la Corte reitera los criterios que 
deben tenerse en cuenta al momento de proponer la excepción de falta de 
agotamiento de recursos internos, claro, clasificándolos en aspectos formales y 
materiales91.  
 
Para el presente caso, la Corte decidió que no procede la excepción porque la 
misma no fue propuesta en el momento procesal oportuno.  
 
El Estado la impetró ante la Comisión la excepción preliminar “falta de 
agotamiento de recursos internos”, pero en el momento procesal inoportuno, es 
decir, en escrito posterior al análisis de admisibilidad, lo hizo en escrito separado 
en la etapa de fondo, hecho que para el precedente de la Corte constituye 
renuncia tácita a su mecanismo de defensa estatal por no haberla planteado en 
tiempo92.  
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
91Ibid, párrafo 28.   
92Ibid, párrafo 53.   
2.21 CASO ANZUALDO CASTRO VS. PERÚ93 
 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
*   
 
La sentencia es ubicada en la parte izquierda de la construcción de la línea 
jurisprudencial por ser sentencia confirmadora de principio, debido que la decisión 
de la Corte responde de forma concreta la pregunta planteada y reitera la ratio 
decidendi del caso Moiwana y Perozo, es decir, la Corte reitera los criterios que 
deben tenerse en cuenta al momento de proponer la excepción de falta de 
agotamiento de recursos internos, claro clasificándolos en aspectos formales y 
materiales94.  
 
La Corte desestimó la excepción, no porque la excepción se haya propuesto fuera 
de tiempo por el Estado, es decir, después de la declaratoria de admisibilidad por 
parte de la Comisión, sino porque al analizar los aspectos materiales se evidenció 
por parte del máximo tribunal que el Estado no cumplió con su carga procesal, 
debido que al momento de excepcionar ante la Corte el Estado quiso traer 
argumentos nuevos, no esgrimidos ante la Comisión, haciendo alusión a recursos 
internos por incoar y resolver, lo cual bajo el precedente del sistema 
                                                 
93Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Anzualdo Castro Vs. Perù. Sentencia 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No. 202 de septiembre de 
2009. Párrafo 2. Los hechos presentados por la Comisión se refieren a la alegada desaparición 
forzada del señor Kenneth Ney Anzualdo Castro (en adelante “el señor Anzualdo Castro”) a partir 
del 16 de diciembre de 1993, supuestamente ejecutada por agentes del Servicio de Inteligencia del 
Ejército (en adelante “SIE”) de esa época. Se alega que el día en que fue secuestrado o detenido, 
el señor Anzualdo Castro habría sido llevado a los sótanos del cuartel general del Ejército, donde 
habría sido eventualmente ejecutado y sus restos incinerados en hornos que existían en esos 
sótanos. La Comisión señala que los hechos se enmarcan en una época caracterizada por un 
“patrón de ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas y masacres atribuidas a agentes 
del Estado y a grupos vinculados a los organismos de seguridad”, favorecido por un patrón de 
impunidad en la investigación y persecución de ese tipo de hechos.      
94Ibid, párrafo 15.   
interamericano es no cumplir con la carga procesal debido que el Estado debió 
manifestar ante la Comisión los recursos adecuados y efectivos que existen en la 
jurisdicción interna y que permiten el acceso de las víctimas a la justicia.  
 
Por lo anterior, la Corte declaró infundada la excepción y la desestimó por no 
cumplir con su carga procesal con relación al incumplimiento de los aspectos 
materiales95.    
 
2.22 CASO GARIBALDI VS. BRASIL96 
 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
*   
 
El presente caso es ubicado en la parte izquierda de la construcción de la línea 
jurisprudencial por ser sentencia confirmadora de principio, debido que la decisión 
de la Corte responde de forma concreta la pregunta planteada y reitera la ratio 
decidendi del caso Moiwana y Perozo, es decir, la Corte reitera los criterios que 
deben tenerse en cuenta al momento de proponer la excepción de falta de 
agotamiento de recursos internos, claro clasificándolos en aspectos formales y 
materiales97.  
 
                                                 
95Ibid, párrafo 16.    
96Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Garibaldi Vs. Brasil. Sentencias Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No. 203 de septiembre de 2009. Párrafo 2. 
Según indicó la Comisión, la demanda se refiere a la alegada responsabilidad del Estado derivada 
del incumplimiento de la obligación de investigar y sancionar el homicidio del señor Sétimo 
Garibaldi, ocurrido el 27 de noviembre de 1998; durante una operación extrajudicial de desalojo de 
las familias de trabajadores sin tierra, que ocupaban una hacienda localizada en el Municipio de 
Querencia del Norte, estado de Paraná. 
97Ibid, párrafo 46.   
El máximo tribunal interamericano desestimó la excepción no por la presentación 
extemporánea de la excepción, sino porque decidió unirla al fondo.  
 
Lo anterior reiterando su precedente, Caso Castañeda Gutman – Caso Rios y 
Otros, argumentando que cuando el debate se centre en la inefectividad del 
recurso, sea por ser tramitado sin un debido proceso, con retardo injustificado o 
por la imposibilidad de acceso, temas que permiten a las víctimas no agotar los 
recursos internos, implícitamente presentan la violación de las garantías judiciales 
y protección judicial, acusación que debe ser analizada en el fondo y por ende se 
debe desestimar la excepción98.     
 
2.23 CASO DACOSTA CADOGÁN VS. BARBADOS99 
 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
*   
 
La sentencia es ubicada en la parte izquierda de la construcción de la línea 
jurisprudencial por ser sentencia confirmadora de principio, debido que la decisión 
de la Corte responde de forma concreta a la pregunta planteada y reitera la ratio 
decidendi del caso Moiwana, es decir, la Corte reitera uno de los criterios que 
                                                 
98Ibid, párrafo 50.   
99Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Dacosta Cadogán Vs. Barbados. Sentencias 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No. 204  de septiembre de 
2009. Párrafo 2. En la demanda, la Comisión solicitó que la Corte declare que Barbados es 
responsable de imponer la pena de muerte obligatoria al señor Tyrone DaCosta Cadogan sin 
consideración alguna de las circunstancias específicas del delito ni de factores atenuantes. La 
Comisión alegó que el 18 de mayo de 2005 la Corte Suprema de Barbados declaró al señor Tyrone 
DaCosta Cadogan culpable de homicidio y lo condenó a pena de muerte por horca, según la Ley 
de Delitos contra la Persona de 1994 de Barbados, la cual establecía la pena de muerte como 
castigo obligatorio para el delito de homicidio. Los tribunales nacionales no pueden declarar 
inválida la pena de muerte obligatoria, como consecuencia de una cláusula de ‘exclusión’ en la 
Constitución de Barbados, aun cuando esta ley viole los derechos fundamentales protegidos por la 
Constitución de Barbados y la Convención Americana.   
deben tenerse en cuenta al momento de proponer la excepción de falta de 
agotamiento de recursos internos100. 
 
Dijo la Corte en el presente caso para que proceda la excepción debe proponerse 
en el primer momento procesal ante la Comisión. De lo contrario se configura una 
renuncia tácita por no haber planteado la excepción en tiempo.   
 
Con fundamento en lo anterior la Corte desestimó la excepción planteada porque 
el Estado alegó ante la Comisión la excepción de falta de agotamiento de recursos 
internos pero lo hizo después que emitió el informe de admisibilidad.  
 
La excepción la debió de interponer en el primer momento que el Estado contesta 
a la Comisión la petición presentada por las víctimas, que es el momento procesal 
oportuno. 
 
 
Después de haber descrito y analizado los veinte tres (23) casos en el periodo 
comprendido de 2005 a 2009, donde los Estados Parte de la Convención optaron 
por incoar ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos la excepción 
preliminar “falta de agotamiento de recursos internos”, como mecanismo de 
defensa estatal, la línea la línea jurisprudencial construida sería:  
 
 
No ¿La excepción preliminar: Falta de Agotamiento de 
Recursos Internos, ha sido un mecanismo de defensa 
estatal efectivo al incoarla ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos? 
Si 
                                   * (Fundadora de Línea) 
                                   Masacre de Mapiripán contra Colombia  
 
* (Hito)  
                                                 
100Ibid, párrafo 18.   
Comunidad Moiwana contra Surinam 
 
*(Confirmadora de Principio) 
Niñas Yean y Bosico contra República Dominicana  
 
*(Confirmadora de Principio) 
García Asto y Ramírez Rojas contra Perú  
 
*(Confirmadora de Principio) 
Ximenes Lopes contra Brasil  
 
*(Confirmadora de Principio) 
Acevedo Jaramillo y otros contra Perú 
 
                                   *(Confirmadora de Principio) 
                                   Masacre de Ituango contra Colombia  
 
                                   *(Confirmadora de Principio) 
                                   Montero Aranguren y otros contra Venezuela  
 
*(Confirmadora de Principio) 
Nogueira de Carvalho contra Brasil  
 
*(Confirmadora de Principio) 
García Prieto y otro Salvador  
 
*(Confirmadora de Principio) 
Pueblo Saramaka contra Surinam 
 
*(Confirmadora de Principio) 
Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez contra Ecuador  
 
*(Confirmadora de Principio) 
Boyce y otros contra Barbados 
 
*(Confirmadora de Principio) 
Apitz Barbera y otros contra Venezuela 
 
*(Confirmadora de Principio) 
Castañeda Gutman contra México  
 
*(Confirmadora de Principio) 
Caso Bayarri contra Argentina 
 
*(Confirmadora de Principio) 
Caso Perozo y Otros vs. Venezuela 
 
*(Confirmadora de Principio) 
Caso Rios y Otros vs. Venezuela 
 
*(Confirmadora de Principio) 
Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela 
 
*(Confirmadora de Principio) 
Caso Escher y Otros vs. Brasil 
 
*(Confirmadora de Principio) 
Caso Anzualdo Castro vs. Perú 
 
*(Confirmadora de Principio) 
Caso Garibaldi vs. Brasil  
 
*(Confirmadora de Principio) 
Caso Dacosta Cadogan vs. Barbados  
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 3 CONCLUSIONES 
  
Si bien la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido en 
diferentes providencias101 que la excepción preliminar de falta de agotamiento de 
recursos internos es un mecanismo de defensa estatal ante el sistema 
interamericano, con la construcción de la línea se ha demostrado que dicho 
mecanismo no ha sido efectivo como medio de defensa.  
 
Medio de defensa que ha resultado inefectivo porque en algunos casos no se ha 
cumplido con el precedente interamericano fijado por la Corte desde su inicio 
hasta hoy.  
 
El máximo tribunal interamericano ha establecido y de manera reiterada que es 
obligación de las presuntas víctimas agotar los recursos de la jurisdicción interna 
para acceder al sistema regional. Es debido a la anterior obligación, la 
competencia subsidiaria y complementaria que posee tanto Comisión como Corte, 
que los Estados Parte pueden incoar la excepción preliminar falta de agotamiento 
de recursos internos.   
 
De la misma manera la Corte ha establecido y se puede identificar los criterios que 
se deben tener presentes al momento de incoar la excepción para que sea 
estimada por la Corte y no ocurra lo contrario. Primero, debe interponerse en el 
seno de la Comisión para que el Estado la pueda incoar ante la Corte, siempre y 
cuando lo haga en el primer escrito de contestación de la petición que presentan 
las presuntas víctimas, es decir antes que la Comisión entre a decidir sobre el 
                                                 
101Caso de la Masacre Mapiripán. Sentencia Excepciones Preliminares. Op. Cit., párrafo 30. Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. Caso Heliodoro Portugal Vs Panamá. Sentencia  
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No. 186 de agosto de 2008. 
Párrafo 14.   
fondo. Segundo, no debe existir renuncia tácita ni expresa. Tercero, debe  
manifestar ante la Comisión y quedará habilitado para hacerlo ante la Corte, 
cuáles son los recursos adecuados y efectivos que proporciona el Estado para la 
situación jurídica en conflicto y demostrar la efectividad de los mismos. 
      
Criterios expuestos por la Corte de forma reiterada pero que en algunos casos no 
han sido observados y cumplidos por los agentes estatales, lo que lleva a la Corte 
a desestimar de forma continua la excepción propuesta por los Estados Parte que 
se encuentren en litigio ante el máximo tribunal. 
 
Todo lo contario ocurrió en el Caso Castañeda Gutman. La Corte manifestó en su 
providencia que el Estado de México interpuso de forma correcta la excepción, es 
decir, que la incoó ante la Comisión en su primer escrito de contestación del 
traslado que hace la Comisión de la petición, además que con su actitud no 
manifestó de forma expresa ni tácita haber renunciado a su mecanismo de 
defensa, y le comunicó a la Comisión cuáles eran los recursos adecuados y 
efectivos con los que contaba el Estado mexicano para proteger el derecho 
humano presuntamente vulnerado. Sin embargo, la Corte desestimó la excepción 
no porque el Estado no haya cumplido en interponer de forma correcta la 
excepción, sino que reiteró un criterio antes expuesto en el sistema interamericano 
que hace alusión que cuando se invocan ciertas excepciones a la regla de no 
agotamiento de los recursos internos, como son la inefectividad de tales recursos 
o la inexistencia del debido proceso legal, no sólo se está alegando que el 
agraviado no está obligado a interponer tales recursos, sino que indirectamente se 
está imputando al Estado involucrado una nueva violación a las obligaciones 
contraídas por la Convención. En tales circunstancias la cuestión de los recursos 
internos se aproxima sensiblemente a la materia de fondo y difiere la decisión de 
las excepciones preliminares a la decisión sobre el fondo102. 
 
La presente sentencia mide la mayor expresión de efectividad del cumplimiento de 
los requisitos fijados por el sistema interamericano. Como se observa el Estado de 
México cumplió con su carga procesal, que era excepcionar conforme a lo fijado 
por la Corte. Sin embargo, en el presente caso se dejó de lado el cumplimiento de 
los requisitos fijados por la Corte, estableciéndose un requisito más, diferir el 
análisis de las cuestiones preliminares con las de fondo en el momento que las 
presuntas víctimas controviertan la idoneidad o efectividad del recurso interno a 
agotar. 
 
En otros términos, la Corte impone al Estado Parte cuatro y no tres requisitos de 
cumplimiento para la procedencia de la excepción preliminar103: primero, que no 
exista una renuncia tácita o expresa; segundo, que se interponga ante la Comisión 
en la contestación de la petición; tercero, que se manifieste cuales son los 
recursos adecuados y efectivos y se allegue prueba de los mismos; cuarto, que las 
víctimas no hayan cuestionado alguna de las excepciones que le imponen la 
obligación de agotar los recursos internos, porque en este evento el análisis de la 
procedencia de la excepción se difiere al análisis de fondo por la presunta 
violación de las garantías judiciales y protección judicial. 
 
También ha manifestado la Corte que no son los únicos criterios que se debe  
tener en cuenta para que proceda la excepción, es decir, un Estado Parte no 
                                                 
102Caso Acevedo Jaramillo. Op. Cit., párrafo 127. Ver: Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. Caso Salvador Chiriboga Vs Ecuador. Sentencia Excepciones Preliminares y Fondo. 
Serie C No. 179 de mayo de 2008. Párrafo 45.  
103Caso Castañeda Gutman. Op. Cit., párrafo 34.Ver: Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Caso Heliodoro Portugal Vs Panamá. Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Serie C No. 186 de agosto de 2008. Párrafos 14. 18 y 19.   
podrá proponer la excepción de falta de agotamiento de recursos internos cuando 
haya hecho un reconocimiento de responsabilidad104.  
 
Ha dicho la Corte que no procede la excepción (falta de agotamiento de recursos 
internos) porque el Estado Parte acepta la plena competencia de la Corte para 
conocer y decidir sobre el fondo del caso y no se debe detener en las excepciones 
preliminares.  
 
 
Por último, la Corte ha expresado que podrá entrar a verificar si la Comisión 
desestimó la excepción en debida forma y según los parámetros de la 
Convención, siempre y cuando los Estados Parte al momento de incoarla ante la 
Corte demuestren que se les ha violado su derecho de defensa o igualdad de 
armas en el procedimiento ante la Comisión.  
 
  
Colofón y aporte a la defensa de los Derechos Humanos y de la Seguridad 
Jurídica del Sistema Interamericano de protección de Derechos Humanos, 
para que proceda la excepción falta de agotamiento de recursos internos y 
sea un mecanismo de defensa estatal efectivo, los agentes de los diferentes 
Estados Parte de la Convención Americana deben tener en cuenta seis y no 
tres requisitos como lo ha manifestado de forma reiterada la Corte:  
 
Primero, debe de interponerse en el seno de la Comisión para que el Estado 
la pueda incoar ante la Corte, pero siempre y cuando lo haga en el primer 
escrito de contestación de la petición que presentan las presuntas víctimas, 
es decir antes que la Comisión entre a decidir sobre el fondo.  
 
                                                 
104Caso de la Masacre de Mapiripán. Sentencia Excepciones Preliminares. Op. Cit., párrafo 30. 
Caso Masacre de Mapiripán. Sentencia de Excepciones Preliminares. Op. Cit., párrafo 104.      
Segundo, no debe de existir renuncia tácita ni expresa, pero de la excepción, 
es decir, el Estado no debe haber reconocido que en su jurisdicción no 
existen recursos adecuados y efectivos.  
 
Tercero, debe manifestar ante la Comisión, habilitándose para hacerlo ante 
la Corte, cuales son los recursos adecuados y efectivos que proporciona el 
Estado para la situación jurídica en conflicto y demostrar la efectividad de los 
mismos.  
 
Cuarto, que el Estado Parte no haya realizado un reconocimiento de 
responsabilidad sobre el fondo, es decir, sobre los derechos presuntamente 
violados.  
 
Quinto, que el Estado Parte demuestre ante la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos que se le ha vulnerado su derecho a la igualdad de 
armas o derecho de defensa. 
 
Sexto, que los peticionarios no invoquen  alguna de las excepciones a la 
regla de no agotamiento de los recursos internos, como son la inefectividad 
de tales recursos o la inexistencia del debido proceso legal.  
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